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Introducción

Cuando internet llegó al gran público en la década de 1990, lo hizo con una promesa de libertad bajo el brazo: permitiría que los individuos accedieran a la información, tuvieran voz, participaran en debates y conformaran nuevas sociedades. Para los pioneros, las páginas web eran a la vez guardianas y amplificadoras de esa libertad; iban a mejorar la democracia a través de plataformas inclusivas que promoverían voces diversas por todo el mundo. Hoy en día, esa promesa tecnooptimista de una experiencia humana mejorada se ha hecho realidad, al menos en parte: internet ha democratizado el acceso a innumerables contenidos y ha ampliado enormemente la capacidad de los individuos para recibir, crear y difundir todo tipo de datos, transformando, a un nivel fundamental, la relación de los seres humanos tanto con la información como entre ellos mismos. Este mayor acceso al conocimiento y la apertura a nuevas conversaciones ha redefinido el tejido mismo de la experiencia humana y, sin duda, ha generado un nivel ingente de ventajas tanto para las personas como para las sociedades. Es más, a medida que internet evolucione en los próximos años, es casi seguro que seguirá aportando nuevos y significativos beneficios en formas que aún no podemos ni imaginar. 

Sin embargo, junto con todos esos beneficios, internet también ha alterado el tejido social y las vidas de los ciudadanos en sentido negativo. Si bien la red ha promovido las conexiones humanas y el compromiso cívico, también se ha convertido en un canal que expone a amplios segmentos de la población a diferentes formas de contenidos nocivos. Muchos sitios de internet sirven, a menudo, como plataformas para la desinformación, la intimidación, el odio y la distribución de contenidos repulsivos, socavando la seguridad y la dignidad de las personas al tiempo que dividen a las sociedades y desestabilizan las democracias. Los algoritmos diseñados para adaptar el contenido en línea a las preferencias de cada usuario han alimentado la polarización y la fragmentación, han abonado las ideas extremistas y han erosionado aún más la cohesión social.1 En lugar de limitarse a incrementar la libertad, mejorar la democracia y alimentar una cultura comunitaria igualitaria e inclusiva, internet se ha utilizado en repetidas ocasiones para menoscabar estos valores, creando un ecosistema en el que el capitalismo de vigilancia puede prosperar y las divisiones sociales, profundizarse.2 Mitigar los daños individuales y sociales que se derivan de internet es solo una pieza del enorme desafío de gobernanza al que se enfrentan los reguladores de la economía digital actual. La transformación digital ha dado paso a una economía excesivamente concentrada en las manos de unas pocas empresas que controlan enormes cuotas de riqueza económica y poder político, restringiendo la competencia y ampliando la brecha entre ganadores y perdedores en la arena del mercado digital. Las cinco mayores compañías tecnológicas —Amazon, Apple, ­Google, Meta y Microsoft— declararon en conjunto más de un billón de dólares en ingresos en 2020, al tiempo que obtuvieron unas ganancias de 197 000 millones de dólares y lograron una capitalización de mercado de 7,5 billones de dólares a finales del mismo año.3 En 2021, la capitalización bursátil combinada de Apple, Alphabet, Meta y Amazon superaba el valor de las más de dos mil empresas que cotizan en la Bolsa de Tokio; Apple y Meta juntas valían más que las cien empresas con mayor capitalización bursátil que cotizan en la Bolsa de Londres, y Amazon por sí sola eclipsaba a todo el índice DAX alemán, que representa alrededor del 80 % de la capitalización bursátil de las empresas que cotizan en bolsa en Alemania.4 Sin duda, estas multinacionales tecnológicas no habrían crecido tanto si no hubieran desarrollado productos y servicios valiosos para los consumidores de todo el mundo. Pero lo cierto es que también han tenido a la ley de su lado. Por ejemplo, la débil aplicación de la legislación antimonopolio ha amplificado su crecimiento, permitiéndoles amasar aún más poder a través de un asombroso número de adquisiciones. En las últimas tres décadas, Amazon, Apple, ­Google, Meta y ­Microsoft, en conjunto, han comprado 770 startups.5 Según el consejero delegado de Apple, Tim Cook, la empresa ha realizado una adquisición de este tipo cada tres o cuatro semanas durante los últimos seis años.6 Si observamos la historia reciente, el poder de estas grandes empresas no ha dejado de fortalecerse y concentrarse a medida que la industria maduraba, con unos pocos límites claros de cómo despliegan ese p­oder.

Hay varias razones para preocuparse por la concentración de poder económico, político y cultural en un escaso número de grandes empresas tecnológicas.7 En primer lugar, este puñado de compañías controla una gran parte de la riqueza del sector, lo que les permite fagocitar a cualquier competidor que amenace su cuota de mercado. En segundo lugar, su poder económico les reporta la influencia política necesaria para poder presionar en favor de una regulación favorable a sus intereses. En tercer lugar, estas mismas empresas controlan cada vez más el discurso público, en tanto en cuanto moderan los contenidos de las plataformas en las que tienen lugar las conversaciones sociales, incluido el discurso político. Esto les permite ejercer su poder sobre los instrumentos democráticos de comunicación y sobre el discurso público. En cuarto lugar, estas mismas empresas controlan gran parte de los datos personales que cada usuario genera a diario, y tienen todos los incentivos para emplearlos con fines económicos. El almacenamiento de estos datos les confiere poder sobre los usuarios individuales. 

La suma de las diferentes dimensiones de poder hasta aquí mencionadas sitúa a estas corporaciones en el corazón de la vida económica, política y social moderna. El vasto dominio que ejercen estas compañías las convierte en competidoras cada vez más directas de los Estados nación, un fenómeno que suscita una gran inquietud entre los Gobiernos del mundo. Debido a esta concentración de poder, las decisiones de las empresas tecnológicas en cuanto a cómo ejercer su influencia cada vez tienen más afectaciones y son más controvertidas, y abren interrogantes acerca de cómo las sociedades y las vidas individuales se ven moldeadas por este poder multifacético. 

Por ejemplo, cuando estas compañías moderan el contenido de sus plataformas, se enfrentan a importantes retos a la hora de restringir los discursos nocivos sin vulnerar el derecho a la libertad de expresión. Sin duda, errarán a menudo en sus diversos intentos por lograr este equilibrio, tanto al no restringir todos los discursos nocivos como al censurar otros con un valor público. A pesar de sus esfuerzos por retirar contenidos tóxicos, grandes plataformas como Facebook, YouTube y Twitter rebosan de mensajes de odio, peligrosos o, a menudo, ilegales. Quizás lo más preocupante es que las plataformas sigan albergando propaganda terrorista y violencia abominable. El criminal que en 2019 masacró a cincuenta personas en una mezquita en Christchurch, Nueva Zelanda, transmitió en directo sus asesinatos a través de Facebook.8 Esta horrible filmación recibió un gran número de visitas en esa y otras plataformas en línea, mientras estas mismas luchaban por retirar las diversas copias del vídeo que circu­laban sin control por internet. Por otra parte, hay numerosos ejemplos en los que, por el contrario, estas empresas se han excedido en sus esfuerzos por retirar contenidos. En 2011, YouTube suprimió un vídeo en el que aparecía el cadáver de un niño de trece años, víctima de la guerra de Siria. Alegó que era consecuente con su política de prohibición de mostrar «cadáveres».9 Es cierto que la imagen del cadáver del niño era impactante, pero el objetivo del vídeo era precisamente el de sensibilizar a la comunidad internacional sobre los horrores de la guerra, con la esperanza de impulsar una condena mundial del represivo régimen sirio. Estos ejemplos demuestran que trazar líneas rojas para lo permisible y lo admisible es extremadamente complejo. Sin embargo, y a pesar de la relevante y delicada naturaleza de la moderación de contenidos, muchos reguladores gubernamentales han delegado en gran medida este tipo de decisiones en las propias plataformas que los albergan.

Más allá de la dificultad que entraña la labor, los propios métodos de moderación de contenidos resultan desconcertantes. Además de confiar en los algoritmos, las plataformas suelen contar con empleados que se encargan de aplicar directamente las directrices de la comunidad con el fin de decidir qué contenidos se mantienen y cuáles se eliminan. Ahora bien, como destapó el periódico alemán Süddeutsche Zeitung en un reportaje de 2018,10 el coste emocional para los moderadores que trabajan en primera línea «limpiando» internet es inmenso. A cambio de un sueldo precario y con escasas protecciones laborales, estos trabajadores están expuestos a un flujo constante de violencia gráfica con enormes muestras de crueldad. Según esta investigación, un solo moderador de Facebook en Alemania, gestionaba unas 1300 denuncias al día.11 Un artícu­lo publicado en 2014 en Wired documentaba la misma labor para el caso de Facebook en Filipinas. Allí, los moderadores limpian la plataforma de contenidos ilegales por un salario de entre uno y cuatro dólares por hora y están expuestos continuamente a los peores contenidos publicados en Internet. En el caso de ­Google, llegan a filtrar unas 15 000 imágenes al día, incluyendo pornografía infantil, decapitaciones y maltrato animal.12 En 2020, Meta llegó a un acuerdo en una demanda interpuesta por más de 10 000 de sus moderadores de contenidos, por el que aceptaba indemnizarlos con 52 millones de dólares por daños a la salud mental.13 Estas personas pagan un enorme precio psicológico por ayudar a mantener la seguridad y el civismo en las plataformas para los usuarios de todo el mundo, pero su difícil situación también pone de manifiesto la distancia entre los poderosos ejecutivos tecnológicos de Silicon Valley, altamente remunerados, y el precario trabajo de buscar contenidos nocivos en Internet que tiene lugar entre bastidores. Este coste humano pone aún más en entredicho la visión tecnooptimista inicial de internet como esa fuerza emancipadora que desmantelaría inevitablemente las instituciones de poder existentes y conduciría a un mundo «más humano y justo».14

Existe aún otra razón para preocuparse por la concentración de poder en unas pocas empresas tecnológicas y está relacionada con la recopilación de datos privados de los usuarios como parte de su modelo de negocio, con el consecuente impacto que esto tiene en la privacidad de estos. El «capitalismo de vigilancia» describe cómo estas multinacionales comercializan con esa información a través de publicidad dirigida, lo que amenaza los derechos de esas personas a la privacidad y a la autodeterminación individual.15 En el peor de los casos, los datos personales de los usuarios no solo se emplearán con fines comerciales, sino también políticos. El escándalo de Cambridge Analytica, en el que una consultora política británica adquirió la información privada de los usuarios de Facebook y los utilizó en campañas políticas ilustra el problema en términos inequívocos.16 En este caso, esos datos se utilizaron con el objetivo de influir en las elecciones a favor del presidente Trump. Este o cualquier otro intento similar de manipular a los votantes compromete la capacidad de decisión de las personas y socava su confianza en la democracia.17

Los usuarios de internet no solo están en manos de las empresas privadas, sino también en las de los Gobiernos, que confían en las empresas tecnológicas y en sus herramientas digitales para cumplir con algunos de sus objetivos de seguridad nacional y de aplicación de la ley. La vigilancia que ejerce el Gobierno chino sobre sus ciudadanos, incluido el despliegue de tecnología de reconocimiento facial, tiene un alcance especialmente amplio. Ya hay cientos de millones de cámaras de vigilancia instaladas por todo el país, lo que permite que el Gobierno pueda cotejar esas imágenes con datos personales recogidos en otros lugares; esto le permite identificar a las personas en tiempo real y predecir o incluso prevenir la oposición política antes incluso de que se produzca.18 La Administración ha puesto en marcha programas de vigilancia basados en inteligencia artificial como Sharp Eyes,19 cuyo objetivo es crear un sistema de vigilancia nacional «omnipresente, completamente integrado, siempre operativo y totalmente controlable», construido y apoyado por empresas tecnológicas chinas.20 

No obstante, los Gobiernos autoritarios no son los únicos que utilizan internet como herramienta de vigilancia. También los países democráticos, incluido EE. UU., llevan a cabo amplias operaciones de vigilancia, como reveló Edward Snowden, antiguo contratista de la Agencia de Seguridad Nacional de Estados Unidos (NSA, por sus siglas en inglés), en el marco de la filtración sin precedentes de datos confidenciales de los servicios de inteligencia estadounidenses en 2013. Las revelaciones de Snowden desvelaron cómo la NSA había llevado a cabo una vigilancia masiva de personas mediante la recopilación de datos disponibles a través de Facebook.21 Sin una supervisión adecuada, es tentador y factible para cualquier Gobierno utilizar las capacidades de vigilancia de las compañías tecnológicas con el fin de promover sus objetivos políticos o de seguridad nacional, incluso cuando esa vigilancia socave las libertades civiles de los ciudadanos.

Los rápidos avances en inteligencia artificial han amplificado estas preocupaciones. Las innovaciones en sistemas de IA generativa, en particu­lar, tienen un gran potencial para revolucionar la forma en la que trabajamos e interactuamos tanto con la información como entre nosotros. En el mejor de los casos, permitirán a los seres humanos rebasar algunos de los actuales límites del conocimiento y la productividad, generando un crecimiento económico y un progreso social sin precedentes. Sin embargo y, al mismo tiempo, el ritmo de desarrollo de la IA inquieta por igual a tecnólogos, ciudadanos y reguladores. Estos algoritmos ya se utilizan para la vigilancia privada y gubernamental, así como para manipular el comportamiento humano, pero estas actividades pueden alcanzar ahora nuevas cotas con conjuntos de datos de entrenamiento más amplios y herramientas más sofisticadas. Existe el temor creciente a que estas tecnologías, en malas manos, se conviertan en poderosos instrumentos para explotar y estafar a las personas, y para cometer otros actos ilegales. También es posible que alguien las utilice para desatar oleadas de desinformación. Incluso los más fervientes entusiastas de la tecnología advierten ahora de que una IA no regulada puede provocar estos y muchos otros daños incontrolables, lo que supondría una grave amenaza para las personas y las sociedades. Las predicciones más pesimistas auguran que incluso podría destruir los mercados laborales y dejar obsoletos a los seres humanos o, en el escenario más hiperbólico, incluso a la humanidad.

A medida que la gente se ha ido concienciando de los riesgos y de los posibles efectos nocivos asociados al uso de las nuevas herramientas digitales, así como del enorme poder económico e impacto social que ejercen las multinacionales tecnológicas, se han incrementado las peticiones de una mayor regulación al respecto. Recientemente, varios Gobiernos han empezado a responder a estas demandas populares echando mano de su poder regulador, lo que ha llevado a destacados medios de comunicación a proclamar que «nos hallamos en un punto de inflexión mundial para controlar la tecnología»22 y a describir cómo «las grandes tecnológicas se preparan para una oleada de regulación».23 Durante la última década, la Unión Europea (UE) ha liderado esta lucha al recurrir a sus leyes antimonopolio, sus leyes de protección de datos y otros instrumentos reguladores para reclamar el control de la industria.24 Pero ya no es la única que planta cara a los principales gigantes tecnológicos. El Gobierno de Pekín ha emprendido una ofensiva sin precedentes contra su sector tecnológico en nombre de la «prosperidad común» y con el fin de garantizar que las grandes empresas de tecnología no dominen al Estado.25 Puede que la tendencia esté cambiando incluso en EE. UU., donde el Congreso está reconsiderando la necesidad de reescribir la legislación antimonopolio, promulgar una ley federal de privacidad o revisar la Ley de Decencia en las Comunicaciones de 1996, que exime a las plataformas de internet de responsabilidad por los contenidos que alojan.26 No obstante, y a pesar del consenso cada vez mayor sobre la necesidad de regular la economía digital, no se produce ningún acuerdo entre los Gobiernos acerca de cómo debería ser esa regulación.


Imperios digitales: Tres modelos reguladores contrapuestos

En la actualidad, son tres las potencias digitales dominantes —­EE. UU., China y la UE— que metafóricamente pueden considerarse «imperios digitales». Estos imperios modernos son las principales potencias tecnológicas, económicas y reguladoras, y todas operan con la ambición y la capacidad de moldear el orden digital global hacia sus intereses y valores. Cada uno de estos territorios ha desarrollado un modelo de gobernanza distinto para sus economías digitales nacionales, coherente con sus diferentes compromisos ideológicos. Al igual que los imperios del pasado, han exportado sus modelos nacionales en un esfuerzo por ampliar sus respectivas esferas de influencia, arrastrando así a otros países a su órbita. Estos imperios digitales encuentran su análogo más cercano, no en los antiguos imperios territoriales, sino en otras estructuras informales del siglo XX que proyectaron poder económico, militar y cultural a través de sus fronteras y crearon asimetrías de poder que les confirieron influencia sobre otras sociedades extranjeras. A día de hoy, exportan principalmente sus empresas tecnológicas, sus tecnologías y las normas que las rigen, moldeando, así, a los países e individuos que caen bajo su influencia y conduciéndolos hacia las normas y valores que ellos propugnan.

Cada imperio digital tiene una visión diferente de la economía digital, y esto se refleja en los modelos normativos que han adoptado en sus respectivos países y áreas de influencia. Podría considerarse que estos tres modelos representan tres «variedades de capitalismo digital» basadas en diferentes teorías sobre la relación entre los mercados, el Estado y los derechos individuales y colectivos.27 Como se describe a lo largo de este libro, EE. UU. ha sido pionero en un modelo impulsado en gran medida por el mercado, China en un modelo dirigido por el Estado y la UE en un modelo que tiene como motor los derechos fundamentales. Cada uno de estos modelos de regulación implica opciones sociales basadas en teorías económicas, ideologías políticas e identidades culturales divergentes. Al decidir cómo regular la economía digital, los Gobiernos de las tres jurisdicciones han tenido que reequilibrar su apoyo a la innovación tecnológica, teniendo en cuenta las implicaciones que esas tecnologías tienen para las libertades civiles, la distribución de la riqueza, el comercio internacional, la estabilidad social y la seguridad nacional, entre otras preocupaciones políticas clave. Este esfuerzo ha dado lugar a algunas similitudes, pero también a notables diferencias entre los principales modelos reguladores. Dado que cada modelo está asociado a unas opciones políticas que son objeto de críticas —cada una por razones diferentes—, no existe un consenso global sobre cuál de los tres modelos reguladores dominantes sirve mejor al objetivo de construir una economía y una sociedad digitales viables y resistentes.

EE. UU. ha seguido tradicionalmente un marco normativo basado en el mercado que ha sentado las bases de la economía digital mundial tal y como la entendemos hoy en día.28 El enfoque estadounidense se centra en la protección de la libertad de expresión, la libertad de internet y los incentivos a la innovación.29 Se caracteriza por su discernible tecnooptimismo y una búsqueda incesante de originalidad y mejora. A lo largo de la historia, el Gobierno estadounidense ha considerado internet como una fuente de prosperidad económica y libertad política y, en consecuencia, como una herramienta para la transformación y el progreso social. Este marco muestra una fe ciega en los mercados y reserva un papel limitado para la Administración. Según este punto de vista tecnolibertario, la intervención de las instituciones públicas no solo compromete el funcionamiento eficiente de los mercados, sino que también socava la libertad individual. Así, mientras que el compromiso del país con la innovación y el crecimiento proporciona una razón económica contra el intervencionismo, su compromiso con la libertad individual se invoca a menudo como una razón política para limitar el papel del poder público. Minimizar cualquier interferencia en ese sentido se considera esencial para producir una sociedad democrática vibrante caracterizada por la libertad de expresión y la participación de voces diversas en la vida cívica. Desde esta perspectiva, se espera que el Gobierno intervenga únicamente para velar por la seguridad nacional. En cuestiones de ciberseguridad, por ejemplo, la Casa Blanca desempeña un rol junto con las empresas tecnológicas.

Pocos discutirían que muchas de las preciadas innovaciones que conforman nuestra vida cotidiana se deben a Silicon Valley, innovaciones que el modelo estadounidense impulsado por el mercado ha facilitado en gran medida. Al mismo tiempo, los críticos sostienen que esta celosa búsqueda de la innovación ha ido en detrimento de la protección de los derechos individuales de los usuarios de internet. La UE se ha unido a estos críticos para argumentar que, en ausencia de salvaguardias reguladoras, la vigilancia pública y privada prospera bajo el modelo estadounidense y atenta gravemente contra el derecho a la intimidad y la autonomía política de las personas. Desde este punto de vista, un mundo gobernado por los modelos de negocio de las empresas tecnológicas somete a los usuarios de internet a una publicidad basada en el comportamiento y a una manipulación que subvierten la elección, la libertad y el autogobierno individuales.30 Al permitir esto, el modelo estadounidense compromete la capacidad de las personas para ejercer su capacidad de acción y participar en la democracia. Varios escándalos recientes de gran repercusión, que ya hemos mencionado, ilustran el problema, como las revelaciones de Snowden y el escándalo de Cambridge Analytica. La UE y otros detractores del marco normativo impulsado por el mercado también pueden demostrar que Facebook, Twitter, YouTube y otras plataformas han fracasado en repetidas ocasiones a la hora de eliminar la peligrosa desinformación sobre temas que van desde la pandemia del COVID-19 hasta las elecciones democráticas. Asimismo, pueden reproducir las imágenes de la insurrección del 6 de enero de 2021 en el Capitolio de Estados Unidos, cuyo origen se encuentra en una desenfrenada campaña de desinformación alimentada por las redes sociales en la que se afirmaba que los demócratas habían robado las elecciones.31 En consecuencia, cuando se miran estrictamente la innovación y el crecimiento económico, se puede elogiar el modelo estadounidense impulsado por el mercado, debido a su capacidad para nutrir a las empresas tecnológicas, pero ese beneficio económico se produce a expensas de poner en riesgo los derechos fundamentales, la dignidad humana, la autonomía política y la democracia.

En contraste con el marco normativo que acabamos de exponer, se encuentra el modelo chino, fundamentado en el control de la economía digital por parte del Estado.32 El Gobierno chino pretende maximizar el dominio tecnológico del país en el mundo al tiempo que mantiene la armonía social y el control sobre las comunicaciones de sus ciudadanos.33 China está decidida a aprovechar la tecnología para impulsar su crecimiento y desarrollo económico. En la actualidad, el gigante asiático está llevando a cabo un esfuerzo estatal sin precedentes para convertirse en la principal potencia tecnológica del mundo. Además de perseguir este objetivo económico, las instituciones están centradas en reforzar el control político del Partido Comunista Chino (PCCh) utilizando internet como herramienta de control, vigilancia y propaganda. Para lograr estos objetivos, el PCCh ha aprovechado el poder de sus empresas tecnológicas privadas: a cambio de un enfoque regulador inicialmente laxo que les ayudó a crecer y prosperar, estas empresas han actuado como instrumentos del partido, realizando las funciones de vigilancia y control del Estado sobre sus usuarios. Ahora bien, en los últimos tiempos crece la impresión en la Administración de que las mayores empresas tecnológicas se han vuelto demasiado poderosas. Recientemente, China ha recurrido a sus leyes antimonopolio para frenar a gigantes nacionales como Alibaba y Tencent —que sufrió el primer asalto sin precedentes a la industria tecnológica nacional—. Sin embargo, incluso este nuevo giro en la regulación digital sirve al objetivo fundamental: consolidar el control estatal de la economía digital como rasgo definitorio del marco normativo del país.

Al igual que EE. UU., China ha cosechado un enorme éxito en el fomento de las innovaciones tecnológicas, lo que ha permitido la aparición de compañías líderes como Alibaba, Tencent y Huawei. Al mismo tiempo, este modelo regulador estatal ha sido objeto de reiteradas críticas en los países democráticos, ya que Pekín utiliza sistemáticamente internet como herramienta de censura y control político. Muchos Gobiernos extranjeros, incluidos EE. UU. y la UE, condenan la política del Gobierno chino de prohibir y filtrar contenidos en línea a gran escala, conocida coloquialmente como el Gran Cortafuegos. Numerosas empresas extranjeras se han convertido en víctimas directas de esta norma, como ­Google, Meta y Twitter, que han abandonado en gran medida el mercado chino debido a las amplias políticas de censura del país.34 El despliegue en masa por parte de China de técnicas de reconocimiento facial con fines policiales también recibe una condena unánime en el extranjero.35 Su sistema de crédito social, que califica a los ciudadanos por su fiabilidad basándose en cuestiones como el pago de impuestos o la comisión de delitos, es igualmente objeto de profunda preocupación.36 Estos ejemplos ilustran cómo el Gobierno chino ha hecho que internet pase de ser una herramienta para el avance de la democracia a convertirse en un instrumento al servicio de la autocracia. Así pues, la práctica china de utilizar los datos como herramienta de control social dista notablemente de las visiones comunes europea y estadounidense, en las que internet se considera clave para promover la libertad individual y social. Con su modelo, China ha demostrado al mundo que esa libertad no es inherente al carácter de internet, sino vulnerable a las decisiones políticas de quienes tienen el poder de limitarla.

El marco normativo europeo difiere del estadounidense y del chino.37 La UE adopta un enfoque centrado en el ser humano para regular la economía digital, en el que son precisamente los derechos fundamentales y la noción de un mercado justo los que constituyen la base de la normativa.38 Según este punto de vista, es necesaria una intervención reguladora para defender los derechos fundamentales de las personas, preservar las estructuras democráticas de la sociedad y garantizar una distribución justa de los beneficios de la economía digital. La tecnología debe aprovecharse para la capacitación humana con el objetivo de salvaguardar la autonomía política de los ciudadanos digitales. A diferencia del modelo estadounidense, que se centra en la protección de la libertad de expresión como derecho fundamental, el modelo europeo trata de equilibrar el derecho a la libertad de expresión con otra serie de derechos fundamentales, como el derecho a la dignidad humana y a la intimidad. En contraposición al modelo chino —que también le reserva un papel importante al Estado en la dirección de la economía digital—, el modelo de la UE está orientado a mejorar, que no a recortar, los derechos de los ciudadanos frente a las empresas tecnológicas y al Estado.

El marco normativo de Europa también hace hincapié en que la transformación digital debe estar firmemente anclada en el Estado de derecho y la gobernanza democrática. Mientras que el modelo estadounidense, basado en el mercado, suele poner el foco en que los Gobiernos no entienden la tecnología y, por tanto, deberían abstenerse de regularla, el modelo europeo teme que las empresas tecnológicas no entiendan los pilares de la democracia constitucional o los derechos fundamentales de los usuarios de internet.39 En consecuencia, según el modelo europeo, las instituciones deben dirigir la economía digital con el objetivo de proteger aquellos derechos que se consideran fundamentales en una sociedad democrática liberal.

Los defensores de los derechos civiles suelen elogiar a la UE por su compromiso con los derechos básicos, la dignidad y la democracia, incluidos sus esfuerzos por orientar la economía digital hacia esos valores a través de la regulación. Al mismo tiempo, muchos defensores de la industria y empresas tanto europeas como pertenecientes a los mercados extranjeros, especialmente de EE. UU., advierten de que el modelo europeo presenta algunos problemas. Lo describen como excesivamente protector, creen que compromete los incentivos de las compañías tecnológicas para innovar y, por tanto, frena el progreso tecnológico y económico del que dependen las sociedades. Lo cierto es que están surgiendo pocos gigantes tecnológicos de éxito en Europa, lo que a menudo se atribuye a la normativa protectora de la UE y su interferencia en el afán innovador.40 Muchos políticos estadounidenses, empresas tecnológicas y otros defensores de la libertad de expresión subyacente en el modelo regulador estadounidense también alegan que el modelo europeo centrado en los derechos corre el riesgo de socavar esta libertad y sofocar el debate público. En particu­lar, algunas multinacionales como ­Google han argumentado que el enfoque de la UE hacia la moderación de contenidos —incluidas sus normas sobre la incitación al odio en línea y la disposición sobre el «derecho al olvido» del Reglamento General de Protección de Datos (RGPD)— podría conducir a una censura perjudicial.41 En otras palabras, estos críticos sostienen que Bruselas se excede en su regulación basada en los derechos, perjudicando el progreso económico y la libertad política en el proceso.

Incluso este somero repaso de los tres principales modelos de regulación revela diferencias significativas entre ellos. Sin embargo, también tienen elementos en común. A pesar de concederle distinta prioridad al mercado, al Estado o a los derechos individuales y colectivos, cada modelo incluye, en última instancia, aspectos de los otros. Los mercados no siempre ganan en EE. UU., el Estado no lo controla todo en China y los derechos de los usuarios de internet no siempre prevalecen sobre otros imperativos políticos en la UE. No obstante, cuando se enfrentan a disyuntivas políticas críticas y a la necesidad de equilibrar diversos intereses en la regulación de la economía digital, cada jurisdicción suele recurrir a los principios fundamentales que son intrínsecos a sus marcos normativos distintivos: EE. UU. tiende a recurrir a sus instintos favorables al mercado para limitar la intervención gubernamental, China responde de forma que se garantice la protección de los intereses del Gobierno y la UE sitúa los derechos de los ciudadanos digitales en el centro de sus políticas. Son estas diferencias persistentes entre los tres modelos las que alimentan la tensión y el conflicto, allanando el camino para las disputadas batallas que se han convertido en una característica definitoria de la economía digital actual.


Rivalidades imperiales: una batalla a dos bandas

Debido a la naturaleza global de la economía digital, estos modelos reguladores líderes se extienden a través de jurisdicciones e impactan en sociedades extranjeras moldeando las vidas de los individuos que viven en ellas. Como consecuencia, estos tres modelos provocan fricciones con frecuencia en el ámbito internacional, dando lugar a feroces batallas tanto dentro de los imperios digitales como entre ellos. Estas rivalidades determinan la evolución del orden digital mundial, y revelan cómo se están configurando los diferentes imperios y cómo luchan por dominarlo. Estos enfrentamientos tienen lugar a dos niveles. Por una parte, existe una batalla horizontal entre los distintos Gobiernos, como ilustran los conflictos entre EE. UU., China y la UE en torno a las normas y valores que rigen la economía digital. Sin embargo, esta lucha horizontal entre Gobiernos está determinada por —y a menudo se libra a través de— batallas verticales entre estos y las empresas tecnológicas que intentan regular. Estas batallas verticales han evolucionado de manera diferente en cada jurisdicción, en consonancia con las diferencias en los tres modelos de regulación. Además, algunas de esas pugnas, tanto horizontales como verticales, están profundamente entrelazadas, lo que limita las estrategias que cualquiera de los contendientes puede desplegar en cada conflicto. Por ejemplo, el Gobierno de EE. UU. es reacio a regular sus empresas tecnológicas de forma demasiado agresiva por temor a ahogar su capacidad de innovación, ya que tal estrategia podría, a su vez, debilitar al país en su rivalidad horizontal por la supremacía tecnológica frente a China. Estas interconexiones conducen a menudo a una estrategia de contención, que da lugar a períodos de desescalada que se alternan con otros de escalada. Esta dinámica mantiene un conflicto persistente, pero manejable en última instancia, que impide que surja una guerra tecnológica en toda regla, a la vez que mantiene a raya una tregua duradera.


Gobiernos enfrentados: las batallas horizontales entre EE. UU., China y la UE

La mayoría de los comentarios públicos sobre la pugna entre las grandes potencias en la esfera digital se centran en la rivalidad tecnológica entre EE. UU. y China como principales potencias tecnológicas.42 Este discurso a menudo saca de escena a la UE y la sitúa como mera espectadora, atrapada entre las dos potencias que luchan por la supremacía tecnológica.43 Sin embargo, la UE se ha impuesto en esta contienda como el regulador más poderoso de la economía digital, lo que le confiere una influencia única para orientar la economía digital hacia sus valores. Esto suscita a menudo fuertes críticas, especialmente por parte de las empresas tecnológicas y del Gobierno estadounidense, y da lugar a acaloradas batallas reguladoras entre ambos territorios.44 Por ello, este libro enmarca la batalla horizontal por la economía digital como la lucha que tiene lugar entre EE. UU., China y la UE.

En su pugna por influir en la economía digital, los tres imperios abordan sus batallas horizontales con objetivos políticos distintos. Para los norteamericanos, el principal reto ha consistido en promover los mercados abiertos y las libertades en internet, tanto dentro como fuera del país.45 Esta agenda política combina los intereses económicos de las empresas tecnológicas, que buscan expandirse internacionalmente, con los intereses de la política exterior del Gobierno de EE. UU., que promueve la democracia y la libertad fuera de sus fronteras. En cumplimiento de esta agenda, EE. UU. ha cuestionado las normativas extranjeras que comprometen los intereses económicos de sus tecnológicas y ha condenado varios intentos de censura en línea que socavan la libertad de expresión y las libertades políticas en todo el mundo. Más recientemente, EE. UU. ha centrado su atención en la competencia tecnológica con la determinación de asegurar su liderazgo sobre China. Para el país asiático, esta batalla horizontal ha sido inicialmente defensiva. Pekín se ha centrado en la supervivencia del régimen, el control político y su derecho a establecer sus propias reglas para un «internet soberano». Han priorizado la protección de su mercado y sus ciudadanos de influencias extranjeras que consideran perjudiciales.46 Pero el Gobierno chino también está librando, cada vez más, una batalla ofensiva por la supremacía tecnológica, tanto en aras de su autosuficiencia en un mundo tan volátil como este como para prevalecer sobre EE. UU. en la pugna entre las dos superpotencias por un mayor poder relativo económico, geopolítico e incluso militar.47 Para Europa, la batalla se ha centrado principalmente en salvaguardar los derechos fundamentales de los ciudadanos europeos en un mundo globalizado.48 La UE intenta frenar el capitalismo de vigilancia y ejercer una labor de protección ante los gigantes tecnológicos estadounidenses. Pero también pretende proteger a los europeos de la vigilancia de los Gobiernos estadounidense y chino, que se ha vuelto más fácil de llevar a cabo en el mundo digitalizado. Además de esta agenda defensiva, la UE busca cada vez más reforzar su «soberanía digital» en un esfuerzo por deshacerse de su dependencia de las tecnologías extranjeras mediante el desarrollo de sus propias capacidades.49

Este conflicto horizontal se está librando en varios frentes. Uno de los más destacados es la guerra tecnológica que está teniendo lugar entre EE. UU. y China.50 Este enfrentamiento ha revitalizado el régimen de control de las exportaciones estadounidenses, ya que el Gobierno de este país está restringiendo la salida de tecnologías críticas hacia China.51 También ha impulsado un enérgico proceso de selección de inversiones en EE. UU., limitando la capacidad de los inversores chinos para hacerse con el control de las tecnologías estadounidenses.52 China ha respondido con medidas similares, restringiendo aún más el acceso de las compañías tecnológicas de su rival a su mercado nacional, al tiempo que ha impuesto límites adicionales que impiden que sus propios activos tecnológicos críticos, incluidos los datos sensibles, salgan del país.53 Incluso el mercado de valores es ahora objeto de desacoplamiento mutuo, ya que tanto China como EE. UU. han endurecido las normas que se aplican a las cotizaciones extranjeras.54 Ambas potencias han emprendido, a su vez, un incesante esfuerzo de creación de competencias para desarrollar nuevas capacidades tecnológicas a la par que reducen su dependencia mutua. Este pulso ha alimentado una carrera de subvenciones para desarrollar la tecnología de semiconductores, baterías e inteligencia artificial, lo que ha desatado también impulsos tecnonacionalistas en otros Gobiernos.

Además de luchar contra China por el dominio de las nuevas tecnologías, EE. UU. lo está haciendo contra Europa debido a la normativa que regula todo ese desarrollo.55 Esta batalla reguladora transatlántica se ha centrado en los flujos de datos, con EE. UU. y la UE afirmando diferentes puntos de vista sobre la forma en la que el derecho de los individuos a la privacidad puede, o no, conciliarse con las necesidades de vigilancia gubernamental con fines policiales o de seguridad nacional.56 Otra tensión clave tiene que ver con la fiscalidad de los gigantes digitales, ya que los europeos insisten en su derecho a gravar parte de los ingresos que las grandes empresas tecnológicas estadounidenses generan en su territorio.57 Los europeos también han utilizado enérgicamente su legislación antimonopolio para ejercer presión sobre las prácticas comerciales de estas.58 En este conflicto, a Europa le preocupa la supuesta extralimitación de las multinacionales estadounidenses, mientras que a los es­tadounidenses les preocupa la supuesta extralimitación de los reguladores europeos. EE. UU. considera que los esfuerzos reguladores de la UE son excesivos y proteccionistas, y que se centran de forma injusta en los principales rivales para las empresas europeas. La UE ha respondido insistiendo en su derecho soberano a preservar un mercado competitivo y justo, garantizando al mismo tiempo la protección de los derechos fundamentales de los europeos. Así pues, en el centro de la batalla reguladora entre EE. UU. y la UE está la cuestión de quién establece las normas de la economía digital y qué tipo de sociedad surge de esas normas.


Batallas verticales entre Gobiernos y empresas tecnológicas

EE. UU., China y la UE no solo se enfrentan entre ellas. En paralelo, libran batallas verticales contra las empresas tecnológicas que operan en sus mercados y que ejercen un poder privado tan vasto y global que se las ha comparado con los propios imperios.59 La complejidad en este sentido reside en dos aspectos. En primer lugar, las empresas tecnológicas son tanto objetivos como herramientas para los Gobiernos. Estos intentan frenarlas mientras, a su vez, las emplean para librar sus propias batallas, lo que convierte la relación vertical en un delicado ejercicio de equilibrio. Por ejemplo, China confía en sus empresas tecnológicas para llevar a cabo una labor de vigilancia y censura, EE. UU. aprovecha su sector tecnológico para perseguir sus objetivos de seguridad nacional y la UE delega en estas compañías la tarea de hacer cumplir muchas de sus normas de privacidad de datos y moderación de contenidos. EE. UU., China y la UE necesitan, además, que estas empresas promuevan el crecimiento económico y el progreso tecnológico para mejorar su poder económico y su posición geopolítica relativa en sus luchas horizontales. De ahí que deban verlas a la vez como aliadas y enemigas de los Gobiernos, pues les ayudan a conseguir algunos objetivos políticos mientras socavan otros. El reto consiste, por tanto, en imponer a todas estas empresas algunas restricciones normativas sin debilitar con ello su papel como instrumentos de fuerza en otros conflictos.

En segundo lugar, estas batallas verticales se complican por la naturaleza del mercado mundial, donde las multinacionales tienen múltiples amos.60 Las grandes tecnológicas a menudo se enfrentan a demandas contradictorias de diferentes Gobiernos, lo que hace imposible que cumplan con todas al mismo tiempo. En un conflicto de casi una década que comenzó en 2013, las fuerzas de seguridad estadounidenses pidieron a Microsoft que entregara los datos personales almacenados en sus servidores en Europa, al tiempo que los reguladores europeos le exigían que no los entregara en virtud de las normas de protección de datos de la UE.61 En 2021, Apple y ­Google cedieron a las exigencias del Gobierno del Kremlin y retiraron una aplicación diseñada por aliados del líder opositor Aleksei Navalny para coordinar los votos de protesta en las elecciones rusas, a pesar de su compromiso con la libertad y la democracia en su país.62 Ahora, ante la invasión rusa de Ucrania, las principales empresas tecnológicas se enfrentan a las exigencias contradictorias de Ucrania, Rusia, la UE y EE. UU. sobre cómo gestionar la desinformación y la propaganda que, a través de sus plataformas, conforman el relato de la guerra.63

Las empresas tecnológicas estadounidenses. que operan en China encaran un equilibrio especialmente difícil.64 Por ejemplo, Apple ha sido un firme defensor de la privacidad de los datos y las libertades civiles en EE. UU. y la UE. Sin embargo, la empresa ha hecho varias concesiones a cambio de poder operar en el país asiático. Ha aceptado almacenar localmente los datos de sus usuarios chinos en un centro de datos en Guiyang, donde empleados estatales gestionan la información almacenada. Apple también censura proactivamente su App Store en China con la ayuda de algoritmos y empleados que marcan y bloquean las aplicaciones que no cuentan con la aprobación de los dirigentes locales. Otro ejemplo: en 2017, ­Google tomó medidas para crear un motor de búsqueda censurado para China en un esfuerzo por mantener su derecho a operar en el país, solo para dar marcha atrás al año siguiente en respuesta a las crecientes críticas en EE. UU. de que el motor de búsqueda censuraba esas aplicaciones. La empresa estaba capitulando ante las exigencias de censura del país asiático.65 Más recientemente, las empresas tecnológicas chinas en el extranjero también han tenido que navegar por el difícil terreno de las exigencias contradictorias de los reguladores. En 2020, TikTok, una popular red social propiedad de ByteDance, intentaba cumplir con la exigencia del Gobierno estadounidense de hallar un comprador allí —si no deseaba ser expulsada del mercado estadounidense— cuando China se le adelantó al prohibir todas las exportaciones de tecnología de inteligencia artificial, lo que amenazaba la misma venta que exigía la Casa Blanca.66 Del mismo modo, la empresa china de transporte por carretera DiDi Chuxing se encontró atrapada entre las exigencias contradictorias de los Gobiernos chino y estadounidense en relación con los requisitos de información asociados a las ofertas públicas iniciales (OPI) de las empresas chinas en EE. UU. La Comisión del Mercado de Valores estadounidense le pidió a DiDi que le entregara datos que, según el Gobierno chino, no podían salir del país. Esto llevó a la compañía a retirar sus acciones de la Bolsa de Nueva York.67 Estos ejemplos ilustran cómo las distintas batallas verticales a menudo interfieren entre sí, dejando a las empresas con la difícil —y, a veces, imposible— tarea de elegir qué exigencias gubernamentales cumplir.


Cómo se entrecruzan las batallas horizontal y vertical y fomentan la moderación

Las batallas horizontal y vertical se entrecruzan más de lo que parece, y obligan a los Gobiernos a conciliar simultáneamente diversos imperativos, a veces contradictorios, en lo referente a las políticas reguladoras que pueden aplicar, lo que a menudo les obliga a adoptar una estrategia de contención. En las batallas horizontales, los Gobiernos están enfrentados, pero también se necesitan mutuamente. Por ejemplo, EE. UU. quiere restringir las ambiciones tecnológicas de China, pero necesita preservar el acceso de las empresas estadounidenses al amplio y lucrativo mercado que ofrece el país asiático. El régimen estadounidense de control de las exportaciones ilustra bien esta tensión y exige una licencia de exportación para muchas tecnologías sensibles que las empresas del país desean exportar a China; en la práctica, el Gobierno suele conceder esas licencias para mitigar los costes de exportación.68 EE. UU. también se opone a muchas normativas de la UE dirigidas a sus empresas tecnológicas, pero tiene un incentivo para rebajar cualquier tensión transatlántica, ya que la UE necesita unir sus fuerzas con el Gobierno estadounidense en su enfrentamiento con China.69

Los Gobiernos se ven igualmente limitados en sus batallas verticales contra empresas tecnológicas, que son instrumentos necesarios para que aquellos ganen sus batallas horizontales. Por ejemplo, la Casa Blanca necesita empresas tecnológicas fuertes para mantenerse por delante de China en la carrera por la inteligencia artificial y preservar su dominio tecnológico general. Cuando el Congreso de EE. UU. debatió recientemente si aplicar medidas antimonopolio más asertivas, las principales empresas tecnológicas estadounidenses advirtieron de que su capacidad para competir con los gigantes tecnológicos chinos se vería comprometida con una acción reguladora demasiado ampliada.70 Los reguladores europeos también se enfrentan a un delicado acto de equilibrio. La capacidad de la UE para establecer las normas de la economía digital mundial depende de que las multinacionales tecnológicas lleguen a la conclusión de que los costes de cumplir las normas europeas siguen siendo inferiores a los de abandonar el continente, y de que los beneficios asociados a la globalización de las normas de la UE superan a los de ofrecer productos personalizados en diferentes mercados. Si la UE se excede, estas compañías podrían abandonar el mercado europeo en busca de beneficios en otros lugares.71 Una medida de este tipo disolvería fundamentalmente el poder de Europa para dar forma a la economía digital, minando también la posición de esta en sus batallas horizontales. Así pues, observamos más moderación y desescalada de lo que veríamos si las batallas verticales y horizontales se desarrollaran de forma aislada.

Esta interacción obliga a todos los jugadores a seguir una estrategia de moderación, encarando los enfrentamientos, pero desescalando los conflictos y haciéndolos más manejables. Estas interdependencias también explican por qué es menos probable que veamos resultados tan crudos o extremos como los que a menudo se predicen en la conversación pública sobre el futuro de la economía digital.72 El debate público a menudo imagina resultados binarios —se argumenta que el mundo se verá obligado a elegir entre EE. UU. y China;73 que el futuro contará, bien con un internet global, bien con una internet fragmentada, dividida o splinternet,74 o que las reglas las establecerán, o los Gobiernos, o las empresas tecnológicas—.75 Sin embargo, esta forma polarizada de enmarcar las cuestiones a menudo nos ciega ante las dinámicas más complejas que dan forma a la economía digital global. Un examen más detallado de las interdependencias entre las batallas clave sugiere que ni internet será global ni seremos testigos de una disociación total. China no triunfará sobre EE. UU. ni viceversa. Los Gobiernos no declararán una victoria completa sobre las empresas tecnológicas, pero estas tampoco se desvincu­larán de la regulación gubernamental. En su lugar, el mundo digital se caracterizará probablemente por lo que Mark Leonard, director del Consejo Europeo de Relaciones Exteriores, denomina «la era de la no paz»: un orden geopolítico en el que los Estados estarán demasiado interconectados para librar una guerra total, pero tendrán demasiadas discordancias como para vivir en una paz auténtica.76 En este mundo altamente conectado y plagado de conflictos, las batallas serán costosas y las diferencias duraderas, pero en última instancia manejables, lo que producirá victorias que serán relativas y no absolutas. 


Expansión imperial: consecuencias mundiales de los modelos reguladores

Además de rivalizar entre sí, los tres imperios digitales también compiten por la influencia mundial exportando sus modelos reguladores a otros países. De este modo, EE. UU., China y la UE intentan acercar al resto del mundo las normas y valores inherentes a sus modelos. En consecuencia, la cuestión no es solo si uno u otro se impone en su guerra tecnológica, sino, lo que es aún más importante, si la economía digital mundial evoluciona en última instancia hacia las normas subyacentes, por ejemplo, al modelo estadounidense de mercado o al modelo chino de Estado. Del mismo modo, el éxito del modelo de la UE se juzgará tanto por su capacidad para reducir el poder de mercado de las empresas tecnológicas estadounidenses en las batallas reguladoras entre ambos países como por su capacidad para configurar el orden digital mundial hacia los valores que defienden las instituciones europeas.

Cuando estos marcos normativos se exportan a jurisdicciones extranjeras generan tanto «externalidades positivas» como «negativas». Se consideran positivas, por ejemplo, cuando los ciudadanos extranjeros utilizan las tecnologías digitales de empresas estadounidenses para mejorar su productividad o acceder a debates e informaciones que les resultan valiosos, cuando Gobiernos extranjeros mejoran la seguridad pública con la ayuda de las tecnologías de vigilancia chinas en beneficio de sus ciudadanos o cuando los defensores de la privacidad en el extranjero ven cómo se elevan los estándares de protección de datos en todo el mundo gracias al efecto global de la regulación de la UE. En el otro extremo, estas externalidades también pueden ser negativas, perjudicando a las sociedades afectadas y evocando connotaciones negativas asociadas a los imperios digitales expansionistas.77 Aunque estos tres imperios digitales no busquen conscientemente la dominación sobre poblaciones y Gobiernos reacios a ello, los críticos pueden acusar, por ejemplo, a EE. UU. de «imperialismo del libre comercio», a China de «imperialismo de la vigilancia» o a la UE de «imperialismo de la regulación». Estas acusaciones reflejan la percepción de que la expansión global de los imperios digitales suele provocar asimetrías de poder entre el centro y la periferia de sus territorios.

El modelo normativo estadounidense impulsado por el mercado se está convirtiendo cada vez más en una fuente de preocupación mundial. Debido a la naturaleza global de la economía digital, sus efectos se dejan sentir en todas partes, todos los días. Las limitadas protecciones de la privacidad, las indulgentes leyes antimonopolio y el enfoque generalmente no intervencionista de las plataformas de internet en EE. UU. han permitido y alimentado un mundo dominado por los gigantes tecnológicos de este país y son ellos quienes determinan ahora la vida de los ciudadanos digitales de todos los continentes. WhatsApp hace posible que sus 2000 millones de usuarios repartidos en 180 países envíen unos 100 000 millones de mensajes al día.78 ­Google opera en más de 200 países, donde los internautas realizan más de 5000 millones de consultas en su buscador a lo largo de una sola jornada.79 Es obvio que estas multinacionales están fomentando las conexiones globales entre las personas y proporcionando valiosos servicios a los internautas de todo el mundo.

No obstante, también suelen moldear las sociedades con consecuencias perturbadoras. Así, se ha extendido la crítica de que las compañías estadounidenses han priorizado la innovación tecnológica y las recompensas comerciales a expensas de los derechos individuales y colectivos de los ciudadanos. Para ilustrar cómo los fallos del modelo regulador del país norteamericano se dejan sentir en todo el mundo, consideremos el papel que Meta desempeñó en la campaña del Brexit que llevó al Reino Unido a abandonar la UE en 2020. Sus algoritmos de Facebook amplificaron los mensajes más emotivos y controvertidos asociados a la campaña a favor de la escisión, y eclipsaron los mensajes menos incendiarios a favor de la permanencia.80 Durante el período previo a la votación del Brexit, Twitter (actual X) también permitió la intromisión rusa en el referéndum. Más de 150 000 cuentas rusas de Twitter publicaron mensajes al respecto en los días previos al referéndum, en su mayoría animando a la gente a votar a favor de abandonar la UE.81 En otro inquietante episodio relacionado con Myanmar, Meta admitió en 2018 que no intervino ni eliminó los mensajes publicados por algunos budistas y grupos militares radicales que utilizaron la plataforma de Facebook para difundir el odio y fomentar la discriminación por motivos raciales contra la minoría rohinyá, con mensajes en los que se utilizaba un lenguaje deshumanizado y se pedía explícitamente la destrucción de este pueblo.82 Lejos de eliminar esas publicaciones de odio hacia la minoría musulmana del país, Meta proporcionó una plataforma en la que se defendían los ataques racistas y la limpieza étnica.83 Estos inquietantes acontecimientos pueden atribuirse a los modelos de negocio que imperan entre estas compañías, pero desde luego no está exento de culpa el modelo regulador del país norteamericano, que permite que esos tipos de negocio surjan y sigan prosperando. 

También el marco normativo chino ejerce cada vez más influencia sobre las sociedades extranjeras. Es público y notorio que el Gobierno de Pekín utiliza internet como herramienta de control y vigilancia.84 Gran parte de esta vigilancia es interna y está orientada a controlar la disidencia política y mantener la estabilidad social dentro del territorio nacional. Sin embargo, a los Gobiernos democráticos y a los defensores de los derechos civiles les preocupa cada vez más que el autoritarismo digital chino se esté extendiendo por todo el mundo a medida que las empresas asiáticas construyen infraestructuras digitales en otras jurisdicciones como parte de su gigantesco proyecto conocido como la «Ruta de la Seda Digital».85

Un ejemplo de la materialización de estas preocupaciones es la sede de la Unión Africana (UA) en Addis Abeba, Etiopía.86 El Gobierno chino construyó y financió el complejo de edificios que alberga la UA, y el gigante de la tecnología de la información y las comunicaciones Huawei proporcionó la mayoría de las soluciones informáticas para el edificio. Pero en enero de 2018, el prestigioso diario francés Le Monde desveló la noticia de que, durante años, la sede había sufrido acciones de pirateo informático.87 La investigación puso al descubierto que, entre enero de 2012 y enero de 2017, los servidores del interior del edificio de la UA transfirieron datos a diario entre medianoche y las dos de la madrugada a servidores desconocidos alojados en Shanghái. Tras hacerse público este robo de datos, una investigación posterior reveló la existencia de micrófonos ocultos en los escritorios y paredes del edificio.88 Aunque suele ser difícil demostrar que las empresas chinas transfieren al Gobierno de su país los datos obtenidos a través de sus operadores en el extranjero, la sospecha ya está condicionando las oportunidades de negocio de empresas como Huawei.89 EE. UU. lidera ahora el intento de frenar la influencia global de Huawei —y, en opinión de la Casa Blanca, del Gobierno chino— prohibiendo el acceso de la compañía a las redes estadounidenses e instando a otras naciones a hacer lo mismo.90 Esta batalla entre el Gobierno estadounidense y Huawei ilustra cómo el alcance de un imperio digital en el territorio de otro puede convertirse en un conflicto con implicaciones globales.

Si los modelos estadounidense y chino se extienden por todo el mercado mundial, lo mismo ocurre con el modelo europeo fundamentado en los derechos. Las externalidades asociadas al modelo de la UE están relacionadas con el alcance mundial de la normativa europea. En la actualidad, las leyes más intervencionistas a la hora de limitar el poder de las empresas tecnológicas suelen proceder de los funcionarios que las redactan en Bruselas y de los jueces que las interpretan en Luxemburgo. Estas leyes exigen más privacidad de los datos, más competencia y menos contenidos nocivos, y a menudo configuran las prácticas comerciales globales de las empresas tecnológicas, afectando así a los ciudadanos digitales de todo el mundo.91 Como resultado, los internautas extranjeros tienen hoy más privacidad y están expuestos a menos discursos de odio en línea. Mientras que muchos de ellos celebran el alcance global de las leyes europeas, otros critican a las instituciones del continente por practicar el proteccionismo digital y el imperialismo regulador interfiriendo así en la innovación y la libertad de expresión, no solo en Europa, sino en todo el mundo.92

Sean cuales sean las opiniones normativas sobre los méritos de los reglamentos de la UE, es indiscutible que su impacto se siente mucho más allá de sus fronteras. Pensemos en la decisión tomada en junio de 2020, de gran trascendencia, en la que el Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea invalidó el acuerdo sobre el escudo de la privacidad entre EE. UU. y la UE, que hasta entonces había servido de base jurídica para las transferencias transatlánticas de datos.93 Esta decisión desestabilizó gran parte del comercio entre ambas potencias, ya que los flujos de datos sin obstácu­los son fundamentales para mantener una relación económica transatlántica de 7 billones de dólares. En su informe anual de 2022 para la Comisión del Mercado de Valores de EE. UU., Meta llegó a advertir de que, a falta de una solución negociada por el Gobierno para las transferencias transatlánticas de datos, la empresa podría verse obligada a retirar sus servicios clave —como Facebook e Instagram— de territorio europeo.94 Si esto ocurriera, los usuarios de internet de África, Asia, Australia y América del Norte y del Sur quedarían desconectados de sus amigos y familiares en Europa. Este es solo un ejemplo de lo que los críticos describen como «imperialismo regulador», acusando a la UE de externalizar sus normas de privacidad de datos en todo el mundo sin pedir el consentimiento de los reguladores extranjeros, las empresas o los usuarios de internet.95

Estos ejemplos ilustran cómo EE. UU., China y la UE exportan sus modelos al extranjero, ampliando sus respectivas esferas de influencia como imperios expansionistas, cada uno con sus propias ambiciones globales y empleando distintos métodos de influencia. La influencia global de EE. UU. se manifiesta hoy a través del dominio de sus empresas tecnológicas, que ejercen un poder privado en toda la esfera digital global.96 La influencia global de China puede rastrearse hasta su poder en infraestructuras, donde las empresas chinas —todas ellas con estrechos víncu­los con el Estado asiático— están construyendo infraestructuras de redes digitales críticas en países de todo el mundo.97 La UE ejerce su influencia global principalmente a través de su poder regulador, que afianza las normas digitales europeas en el mercado mundial.98 Tal como ocurría con los imperios tradicionales, el crecimiento y la expansión de los nuevos imperios digitales se ven limitados por los esfuerzos de sus competidores por extender su influencia utilizando sus mecanismos preferidos. Como resultado, los mercados extranjeros no alineados a menudo se convierten en campos de batalla críticos, con Gobiernos locales que deben lidiar, en sus mercados, con las acciones de las empresas estadounidenses, los efectos de la infraestructura china y la legislación europea. Estos Gobiernos tienen que decidir cuestiones como si permiten que la china Huawei construya su infraestructura digital, generosamente financiada por la Administración china y a la que se opone activamente EE. UU. También deben decidir si permiten que la presencia desmesurada de empresas estadounidenses en sus mercados modele sus economías y sociedades o si, por el contrario, se suman a los esfuerzos de la UE para redefinirlas.

En consecuencia, el poder privado estadounidense, el poder de las infraestructuras chinas y el poder regulador europeo han acabado arraigando en los cimientos económicos, físicos y jurídicos de las sociedades extranjeras. Aunque existen críticas legítimas a los esfuerzos de estos imperios digitales por extender su influencia más allá de sus fronteras, las partes interesadas en los países «colonizados» suelen considerar que EE. UU., China y la UE actúan como «imperios por invitación».99 Por ejemplo, muchos consumidores extranjeros acogen con satisfacción la presencia de empresas tecnológicas estadounidenses en sus mercados, aceptando sus productos y servicios. También son muchos los ciudadanos extranjeros que aprecian el alcance mundial de las normativas digitales de la UE, pues protegen su intimidad y contribuyen a garantizar un entorno en línea más seguro, del mismo modo que varios Gobiernos extranjeros emulan de buen grado las normativas de la UE que consideran beneficiosas para sus sociedades. De la misma manera, la Ruta de la Seda Digital china es mucho más que una mera manifestación de la estrategia expansionista del Gobierno chino: muchos países extranjeros —en particu­lar aquellos en vías de desarrollo— acogen con agrado la infraestructura (y el capital) chinos como vía para el avance digital. Así, los imperios digitales actuales pueden ser a la vez admirados y vilipendiados en los territorios que caen bajo su influencia.


Lo que está en juego: la batalla por el alma de la economía digital

Una cuestión clave que cabe plantearse en los próximos años es qué marco normativo —si es que se impone alguno— dominará el futuro digital. En el debate público y en los medios, se repite con frecuencia la idea de que la batalla sobre el futuro de la economía digital la librarán EE. UU. y China. Estos dos poderosos regímenes digitales no solo compiten por la supremacía tecnológica, sino también por imponer sus valores, al promover dos visiones opuestas: la estadounidense, que promueve la libertad económica y política, frente a la china, que ve el progreso tecnológico fusionado con el control estatal. Sin embargo, esta interpretación, que implica que a la UE y a los demás países del mundo solo les queda elegir entre estas dos opciones, es errónea. Como explica este libro, el modelo regulador estadounidense impulsado por el mercado está perdiendo fuerza a medida que cada vez más países rechazan el libre mercado y la libertad de expresión como piedras angulares de sus economías digitales.100 Incluso en EE. UU. han surgido voces autorizadas que cuestionan las virtudes de un mercado digital no regulado, y una parte de los ciudadanos estadounidenses apoya ya una regulación tecnológica más estricta mientras el Congreso debate la necesidad de una reforma legislativa. Al abandonar este enfoque, los países de todo el mundo se ven abocados a elegir entre adherirse al modelo chino o adoptar los principios básicos de los marcos normativos europeos basados en los derechos fundamentales del ser humano. En ese escenario, EE. UU. tiene dos opciones: o unir fuerzas con la UE y el resto del mundo democrático, o ceder ante la creciente influencia de China sobre la economía digital mundial.

La perspectiva de que prevalezca el modelo regulador chino es tan real como desconcertante para la Casa Blanca y sus aliados. Un número cada vez mayor de países de África, Asia y Sudamérica están adoptando tecnología china por razones tanto financieras como geopolíticas, y en ese proceso importan también las normas reguladoras impulsadas por el Estado de este país. EE. UU. y otros países demócratas siguen preocupados por el modo en que Pekín ejerce la censura, suprime los derechos individuales y utiliza internet como herramienta de vigilancia. Sin embargo, estas mismas características son bien recibidas por muchos líderes autoritarios que buscan mantener su propio control político, reprimir la disidencia y aferrarse al poder. Y el número de este tipo de líderes está aumentando en el mundo actual, donde la democracia está en declive en cada vez más países.101

Por el contrario, en un contexto democrático, el modelo regulador europeo basado en los derechos se perfila como la alternativa más deseable respecto al modelo estadounidense en declive fundamentado en el mercado.102 Europa asocia a su modelo un conjunto de valores, derechos fundamentales, equidad y democracia, que a menudo se ven socavados por los gigantes tecnológicos. Los numerosos escándalos relacionados con la privacidad de los datos y la desinformación han erosionado aún más la confianza de los ciudadanos en las empresas tecnológicas, validando así el enfoque regulador de la UE, poniéndolo en el foco del debate y propiciando la emulación de su planteamiento. Muchos ciudadanos estadounidenses, cada vez más desilusionados con el libre mercado, el discurso tóxico que circu­la en línea, las reiteradas violaciones de la privacidad y otros perjuicios asociados con grandes empresas tecnológicas no reguladas, acogerían en este momento con satisfacción que su Gobierno se orientara hacia un modelo regulador que contemple los derechos fundamentales.

Al mismo tiempo, hay quienes se muestran cautelosos a la hora de asimilar el modelo de la UE, pues temen consecuencias nocivas en el progreso tecnológico y económico si el Gobierno interviene y sustituye la libertad de las compañías para innovar por la autoridad del Estado para regular. La clave aquí es que, como se argumenta en este libro, más regulación no significa necesariamente menos innovación. Por el contrario, la incapacidad de la UE para producir sus propios gigantes tecnológicos hasta la fecha no debe atribuirse a esta cuestión, sino a otras muchas políticas que han frustrado el progreso europeo en ese sentido. Esta observación debería aliviar las preocupaciones de los responsables políticos estadounidenses y otras partes interesadas sobre las consecuencias de aprobar normativas digitales al estilo de la UE. Otro argumento a favor de que EE. UU. se alinee más estrechamente con la UE radica en la urgencia percibida de consolidar un frente democrático capaz de frenar la creciente influencia de China. EE. UU. ya está pidiendo una cooperación más estrecha de las «tecnodemocracias» del mundo para contrarrestar el evidente influjo del país asiático y otras «tecnoautocracias»,103 lo que sugiere que esta contienda —en la que las trincheras se trazan en función de convicciones políticas e ideológicas— es cada vez más importante para definir la evolución de la economía digital.

No estamos exagerando en cuanto a lo que está en juego en las batallas tanto horizontales como verticales que hay ahora mismo en marcha. Estos conflictos normativos se producen en una época de enormes tensiones geopolíticas, que entrelazan cuestiones de tecnología, comercio e innovación con cuestiones de seguridad nacional y política de poder mundial. El resultado de estos enfrentamientos afecta directamente a la prosperidad económica, la estabilidad política y la li­bertad individual de todos los usuarios de internet. Aun así, la batalla más importante no es esa, sino la que se libra por el futuro mismo de la democracia liberal. Como muestra este libro, hay dos vías por las que esta puede potencialmente deteriorarse a través de estos conflictos. En primer lugar, las instituciones democráticas de cualquier jurisdicción se verán socavadas si EE. UU., la UE y sus aliados democráticos pierden el pulso contra China y la mayor parte de los Gobiernos del mundo se inclinan por un modelo dirigido por el Estado. La victoria de China en esta batalla daría paso a un escenario en el que la tecnología contribuiría a aumentar el poder del Gobierno frente al del pueblo, subyugando de esta manera los derechos y libertades individuales al control estatal. Por otro lado, las instituciones democráticas también podrían verse debilitadas si EE. UU. y la UE acabaran perdiendo su batalla vertical frente a las empresas tecnológicas, una posibilidad realista dado el poder de estas últimas y los numerosos retos a los que se ha enfrentado la UE hasta la fecha a la hora de aplicar sus ambiciosas normativas digitales. La victoria de los gigantes tecnológicos dejaría a los usuarios de internet y a las sociedades a merced de determinados modelos de negocio, incluso cuando comprometan los derechos individuales o socaven las elecciones demo­cráticas. Al final, es esta batalla existencial sobre el destino de la de­mocracia liberal como forma de Gobierno la que dará a EE. UU. y a la UE el mayor impulso para unir fuerzas a sabiendas de que, si se pierde esa lucha, se pierde también la guerra por el alma de la economía digital.


La estructura del libro

Comprender cómo ha evolucionado la economía digital mundial hasta la fecha y cómo es probable que evolucione en el futuro requiere integrar numerosos debates académicos y políticos que abarcan diferentes ámbitos y jurisdicciones. El gran esfuerzo de este libro reside en ofrecer ese enfoque integrado, identificando y analizando las fuerzas clave que determinan los fundamentos jurídicos y administrativos de las sociedades digitales de hoy y de mañana. 

Está dividido en tres partes, cada una de las cuales aporta elementos clave al argumento general sobre el estado actual y futuro de la economía digital mundial. Los capítulos de la primera parte presentan los tres imperios digitales —EE. UU., China y la UE— y describen sus modelos reguladores, que ofrecen visiones bastante opuestas. Los capítulos de la segunda parte se centran en las rivalidades imperiales, esbozando las principales líneas de batalla que se disputan a medida que los modelos reguladores chocan en el mercado global. Por último, en la tercera parte se abordan las estrategias empleadas por cada uno de estos países para la expansión de sus imperios, explicando cómo EE. UU., China y la UE luchan por la influencia mundial, exportando sus marcos normativos y configurando los destinos digitales de las sociedades y los individuos de todo el mundo.

La Parte I (capítulos 1-3) analiza las visiones opuestas de los tres países sobre cómo debe regularse la economía digital. Para gobernar la industria tecnológica, EE. UU. recurre a sus instintos de mercado, mientras que China eleva el papel del Estado al centro de su modelo. La UE difiere de ambos en su atención a los derechos individuales y colectivos de sus ciudadanos dentro de la economía digital. A pesar de las cuantiosas diferencias entre las filosofías reguladoras de las tres jurisdicciones, el libro muestra cómo los tres modelos también adoptan algunos compromisos en común. Además, todos evolucionan con el tiempo, lo que amplifica sus similitudes y acentúa algunas de sus diferencias.

El capítulo 1 analiza el marco normativo estadounidense basado en el mercado, que se centra en la protección de la libertad de expresión, la libertad de internet y los incentivos a la innovación. Se basa en una visión política que confía ampliamente en el sistema económico y concede un papel limitado al Gobierno. Según este punto de vista, las instituciones públicas deben hacerse a un lado para maximizar el afán innovador sin restricciones del sector privado, excepto cuando se trata de proteger la seguridad nacional, incluida la ciberseguridad, donde el Gobierno puede y debe trabajar de la mano de las empresas privadas. El capítulo traza los orígenes ideológicos del modelo estadounidense y muestra cómo los valores y principios que subyacen a este sistema tienen unas raíces profundas en los marcos jurídicos existentes y en la política gubernamental del día a día. Sin embargo, también en EE. UU. soplan nuevos aires políticos. La opinión pública y los líderes políticos empiezan a cuestionar las virtudes de la libertad de internet y el creciente papel de las mayores empresas tecnológicas en el ordenamiento de las sociedades. Al mismo tiempo, muchas voces siguen mostrándose escépticas ante el cambio y sostienen que los valores impulsados por el mercado están profundamente arraigados en las instituciones y la mentalidad de los estadounidenses, lo que dificulta revertir un modelo regulador que, a pesar de todas sus limitaciones y falsas promesas, sigue asociándose con una enorme riqueza y con el progreso tecnológico.

El capítulo 2 examina el modelo impulsado por el Estado chino. Muestra cómo el Gobierno de Pekín aprovecha la tecnología para impulsar el crecimiento y el desarrollo económico del país. En nombre de la estabilidad social, la Administración utiliza, asimismo, la tecnología como herramienta de control político, vigilancia y propaganda, por lo que el autoritarismo digital se ha arraigado en la sociedad china. Estos dos factores, desarrollo económico y estabilidad social, son fundamentales para la supervivencia del Partido Comunista Chino (PCCh). El capítulo aborda también las críticas a este enfoque regulador, detallando cómo el modelo chino vulnera los derechos individuales y priva a los ciudadanos de las libertades civiles fundamentales. Al mismo tiempo, ilustra que los avances tecnológicos también pueden darse bajo un modelo regulador estatal, lo que sugiere que puede que la libertad no sea un factor necesario para una cultura dinámica de innovación. No obstante, el futuro de la industria tecnológica china es incierto. Al igual que en EE. UU., el modelo del país asiático está experimentando un cambio drástico, ya que el Gobierno está abandonando su enfoque tradicionalmente laxo hacia la regulación de la tecnología y está tomando medidas contundentes contra la industria tecnológica en nombre de la «prosperidad común», unas medidas ante las que la industria no ha reaccionado. Este cambio refuerza aún más el principio básico del modelo regulador estatal, ya que garantiza que sea el Gobierno chino, y no las empresas tecnológicas, quien decida sobre la economía digital en el país.

El capítulo 3 presenta el tercer gran marco normativo digital: el europeo, que se centra en los derechos fundamentales de los ciudadanos. El capítulo muestra cómo la UE hace valer su poder para proteger los derechos tanto individuales como colectivos, los valores democráticos y promover una sociedad digital justa y centrada en el ser humano. Para alcanzar estos objetivos, este modelo redistribuye el poder de las grandes empresas tecnológicas entre otras compañías más pequeñas, los usuarios de internet y los trabajadores de las plataformas. La UE se refiere a menudo a la «sociedad digital de los derechos y los valores», que, afirma, no puede existir bajo el modelo fundamentado en el mercado que permite la explotación de los datos personales por parte de empresas privadas ni bajo el modelo centrado en el Estado que permite la censura y la vigilancia por parte de los Gobiernos. Además, la UE incorpora esos derechos y valores en unos instrumentos normativos vincu­lantes, lo que refleja su convicción de que la transformación digital debe estar firmemente anclada en el Estado de derecho y las instituciones democráticas. A pesar de los muchos beneficios asociados con el modelo regulador de la UE, el capítulo también aborda sus deficiencias, incluida la crítica común de que una rígida regulación impide la innovación, lo que supuestamente explicaría la incapacidad de Europa, hasta la fecha, de producir empresas tecnológicas similares a las que han surgido y prosperado bajo los modelos reguladores estadounidenses y chinos.

La Parte II (capítulos 4-6) analiza los conflictos que surgen cuando los tres marcos normativos chocan en el ámbito internacional. Estos conflictos se manifiestan, por un lado, como batallas verticales entre Gobiernos y empresas tecnológicas, y, por otro, como batallas horizontales entre los propios Gobiernos. Comienza examinando las difíciles decisiones a las que se enfrentan las empresas tecnológicas atrapadas entre las exigencias contrapuestas de diferentes modelos reguladores, antes de pasar a examinar la guerra tecnológica entre EE. UU. y China, así como los conflictos reguladores en evolución entre EE. UU. y la UE.

El capítulo 4 examina específicamente cómo las empresas tecnológicas estadounidenses y chinas cabalgan entre los modelos reguladores estatales y los impulsados por el mercado mientras libran sus propias batallas contra los gobiernos de ambos países, enfrentándose a dilemas normativos cada vez más irresolubles. En el peor de los casos, las empresas tecnológicas se ven obligadas a elegir, a sabiendas de que el cumplimiento de un modelo implica la violación de otro. Así, una empresa tecnológica china que cotice en la Bolsa estadounidense no puede obedecer al mismo tiempo la petición de la Casa Blanca de revelar ciertos datos y la petición de Pekín de no hacerlo. Del mismo modo, las empresas tecnológicas estadounidenses que operan en China deben acceder a las exigencias del Gobierno de este país, por ejemplo, de censurar determinados contenidos en línea, lo que las pone directamente en contradicción con el modelo normativo estadounidense, que hace hincapié en la libertad de expresión. Esto las expone a las críticas de los legisladores de su país, de sus clientes allí establecidos y de sus propios empleados. Todo este tipo de conflictos tienen graves implicaciones para las compañías implicadas, pero también para la economía digital en general, ya que se corre el riesgo de desvincu­lar parcialmente los principales ecosistemas tecnológicos.

El capítulo 5 muestra cómo las batallas verticales individuales analizadas en el capítulo previo están evolucionando hacia un conflicto horizontal más amplio entre EE. UU. y China, ya que ambas potencias luchan por la supremacía tecnológica. En los últimos años, la primera ha tomado una serie de medidas para restringir el acceso de la segunda a tecnologías estratégicas, alegando motivos de seguridad nacional. Por su parte, China está respondiendo del mismo modo, con la imposición de amplias restricciones a la exportación y la inversión a las empresas estadounidenses. Esta rivalidad en curso también ha alimentado una carrera de subvenciones, ya que ambos intentan reforzar sus capacidades en tecnologías críticas como los semiconductores. Otros países, incluidos los de la UE, también están recurriendo a la política industrial en medio de las crecientes tensiones entre EE. UU. y China y la precarización de las cadenas de suministro mundiales. Como resultado, la guerra tecnológica corre el riesgo de afianzar el tecnonacionalismo como norma mundial. Esto puede considerarse una victoria del modelo chino, ya que muchos Gobiernos están abandonando la visión estadounidense de una economía digital abierta, libre y global. El capítulo predice que es probable que el conflicto entre EE. UU. y China continúe, e incluso se intensifique. Pero también muestra cómo es probable que las cadenas de suministro profundamente entrelazadas y las presiones comerciales en ambas potencias impidan una disociación total de los activos tecnológicos estadounidenses y chinos. Así pues, el conflicto horizontal seguirá siendo costoso, pero también contará con elementos de moderación, lo que en última instancia imposibilitará una resolución satisfactoria y evitará una balcanización completa de la economía digital.

El capítulo 6 cierra la Parte II analizando las batallas reguladoras transatlánticas, que revelan que las empresas tecnológicas y el Gobierno de EE. UU. se encuentran en una posición mucho más delicada de lo que se cree. En los últimos años han estado librando una contienda en dos frentes, no solo en el chino, sino también en el europeo. Una de las áreas más notables de desacuerdo transatlántico hace referencia a la protección de datos, donde el enfoque de la UE basado en los derechos fundamentales choca con el de EE. UU., centrado en la seguridad nacional. Este desa­cuerdo se ha convertido en un gran obstácu­lo para el flujo de datos entre ambos territorios. Otros conflictos dominantes giran en torno a la política antimonopolio y la fiscalidad digital, ámbitos en los que el Gobierno de EE. UU. ha percibido como actos de proteccionismo digital los intentos de la UE de imponer obligaciones a los gigantes tecnológicos estadounidenses. Sin embargo, en muchas de estas cuestiones, la brecha transatlántica parece ir cerrándose poco a poco. EE. UU. admite que es necesaria una mayor regulación de la industria tecnológica y, por tanto, se acerca al enfoque regulador europeo, allanando el camino para el acercamiento y la cooperación transatlánticos. Lo que da un impulso aún mayor para salvar las diferencias restantes es la preocupación compartida por ambas potencias respecto al creciente poder de China y el impacto de ese ascenso en el futuro de la democracia liberal. Ambas partes reconocen que sus diferencias políticas parecen manejables en comparación con la vigilancia masiva, la censura en internet y la propaganda gubernamental de China, todo ello contrario a los valores de democracia y libertad que la UE y EE. UU. han defendido durante mucho tiempo tanto dentro como fuera de sus fronteras.

La Parte III (capítulos 7-9) amplía el debate desde varias batallas bilaterales entre imperios digitales a una batalla global que se extiende por todos los continentes. Además de enfrentarse en rivalidades mutuas, EE. UU., China y la UE tratan de ampliar sus respectivas esferas de influencia, con el objetivo de ganar adeptos a sus normas y valores en el mercado digital mundial. Para llegar a las distintas jurisdicciones, cada uno recurre a diferentes formas de influencia: el país norteamericano aprovecha el poder de sus empresas; el asiático, su poder en infraestructuras, y Europa, su poder regulador.

El capítulo 7 examina cómo EE. UU. ha exportado sus ideales, sobre todo, a través de la enorme influencia de sus principales empresas tecnológicas, que han dado forma a las economías digitales de todo el mundo aplicando sus prácticas empresariales. Estas compañías privadas han sido clave no solo en la defensa de los ideales de mercado en su país de origen, sino también en su universalización a través de la influencia, a menudo no filtrada, que ejercen sobre la vida digital de los usuarios de internet en el extranjero. El Gobierno estadounidense ha allanado aún más el camino a esa influencia mundial promoviendo activamente una «agenda de libertad en Internet» como elemento clave de su política exterior, instando a los Gobiernos de todo el mundo a comprometerse con las libertades económicas y políticas que subyacen a su marco normativo. Sin embargo, este modelo se está convirtiendo en víctima de su éxito. La influencia desmesurada de las empresas tecnológicas del país y sus prácticas nocivas están creando una reacción violenta en todas las jurisdicciones. Este creciente resentimiento está acelerando el declive del modelo regulador estadounidense y, en consecuencia, de la influencia de los valores asociados al imperio digital más poderoso.

El capítulo 8 examina cómo China está ganando influencia global mediante la construcción de infraestructuras digitales en todo el mundo. País por país, a través de sus empresas tecnológicas—todas ellas vincu­ladas en distinto grado al PCCh—, ha construido infraestructuras digitales, ha proporcionado servicios críticos de telecomunicaciones y comercio electrónico y ha suministrado tecnologías de vigilancia a lo largo de lo que se denomina Ruta de la Seda Digital. Este capítulo muestra cómo estas grandes compañías chinas han hecho incursiones en numerosos mercados de Asia, África y América Latina, e incluso en partes de Europa. China también ha ido asumiendo gradualmente el control de puestos clave en importantes organismos internacionales dedicados al establecimiento de normas sobre tecnologías, lo que ha permitido al Gobierno de Pekín afianzar sus normas reguladoras y prácticas de vigilancia —y, con ello, sus valores— en todo el mundo. Son muchos los países receptores que han acogido con satisfacción las tecnologías chinas y las normas reguladoras que las acompañan como una vía hacia la soberanía digital y el desarrollo. Para los gobiernos autoritarios, una motivación adicional ha sido obtener acceso a unos sistemas de vigilancia que utilizan con avidez y fines antiliberales. El capítulo analiza el malestar de EE. UU. y sus aliados ante la creciente esfera de influencia china, pero también reconoce las dificultades a las que se enfrentan para ­contrarrestarla.

En el capítulo 9 se examina cómo la UE también ha ejercido una importante influencia internacional a través de sus normativas digitales que se han extendido por todo el mundo. Mediante la adopción de leyes como el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD), la UE a menudo da forma a las prácticas empresariales globales de las principales empresas tecnológicas, que suelen extender estas regulaciones a través de sus operaciones comerciales globales en un esfuerzo por estandarizar sus productos y servicios en todo el mundo, un fenómeno conocido como «Efecto Bruselas». Aunque el RGPD puede ser el ejemplo paradigmático de la influencia reguladora global europea, este capítulo muestra cómo la legislación antimonopolio, la regulación de los contenidos en línea y las normas para tecnologías emergentes, como la inteligencia artificial, pueden exportarse de forma similar a través del Efecto Bruselas. La normativa digital europea no solo se ha incorporado a las prácticas empresariales globales de las empresas tecnológicas, sino que a menudo se ha arraigado en la legislación de Gobiernos extranjeros. A medida que los Gobiernos democráticos se alejan del modelo estadounidense que pone el foco en el mercado, adoptan cada vez más el modelo europeo centrado en los derechos como una forma alternativa de gestionar sus economías digitales. Al mismo tiempo, mientras que muchos sectores extranjeros acogen con satisfacción el poder regulador mundial de la UE, otros la critican por participar en el imperialismo regulador y socavar así la autoridad de los Gobiernos para regular sus economías digitales de acuerdo con sus intereses nacionales y preferencias democráticas.

En las conclusiones, se plantea la pregunta de cuál de los tres modelos se impondrá en las batallas horizontales y en su búsqueda de influencia mundial. También se analiza si las empresas tecnológicas o los Gobiernos acabarán triunfando en sus diversas batallas verticales. Y predice que es probable que el modelo regulador europeo fundamentado en los derechos prevalezca sobre el modelo estadounidense centrado en el mercado dentro del mundo democrático. Al mismo tiempo, el creciente atractivo del modelo chino limita la capacidad de la UE para afianzar sus normas y valores fuera del mundo democrático. Además, el modelo europeo se ve encorsetado por las dificultades para hacer cumplir sus normativas a las poderosas empresas tecnológicas, lo que podría convertir en hueca su victoria en la batalla de los valores. En esta situación mundial, EE. UU. debe decidir si se alinea más estrechamente con Europa, en parte como respuesta a un cambio en las preferencias políticas nacionales y en parte para contener la, hasta ahora, imparable influencia de China en la economía digital. Si EE. UU. puede convencerse de que adoptar el modelo europeo basado en los derechos no supondrá un hándicap en la innovación ni comprometerá su progreso tecnológico, esta opción será más fácil de aceptar. En última instancia, el argumento más convincente para una mayor alineación transatlántica proviene de la percepción compartida de que tanto EE. UU. como la UE necesitan centrarse en la batalla que más importa: la que se librará por el destino de la democracia liberal y que determinará, a fin de cuentas, el alma de la economía digital, definiendo el tipo de sociedad en la que viviremos durante años e incluso décadas, una batalla que ni EE. UU. ni la UE pueden permitirse perder.







Parte I. Imperios digitales







El modelo regulador estadounidense basado en el mercado

El modelo regulador estadounidense y los gigantes tecnológicos que han crecido bajo su influencia han sentado las bases de gran parte de la economía digital mundial tal y como la conocemos hoy. Este modelo se centra en la protección de las libertades de expresión y de información, y en los incentivos a la innovación. Se caracteriza por un claro optimismo tecnológico, una búsqueda incesante de perfeccionamiento y una fe inquebrantable en los mercados frente a la regulación gubernamental. Sus partidarios consideran que internet es una fuente de prosperidad económica y libertad política, a la par que una herramienta para la transformación y el progreso de la sociedad. Asimismo, el modelo regulador fundamentado en el mercado confía en la capacidad de las empresas tecnológicas para autorregularse y acepta un papel limitado del Gobierno, por lo que sus defensores argumentan que las instituciones públicas deben hacerse a un lado para maximizar el afán innovador sin restricciones del sector privado —a menos que esté en juego la seguridad nacional, incluida la ciberseguridad, de cuya protección son responsables tanto el sector público como el privado—. Este ethos promercado está profundamente arraigado en el actual marco normativo de EE. UU., que se caracteriza por unas leyes antimonopolio de débil aplicación, la ausencia de una ley federal de privacidad de datos y normas permisivas en lo relativo a la moderación de contenidos. Esta actitud ante el sector protege a las empresas tecnológicas y les concede libertad para decidir si censuran o no los contenidos nocivos en sus ­plataformas.

Los orígenes del modelo regulador estadounidense pueden rastrearse hasta California, no solo cuna de innovaciones tecnológicas pioneras, sino también de ciertos ideales contraculturales que dieron forma a la revolución de internet y defendieron la libertad en la red.1 La mayoría de los gigantes tecnológicos actuales, como Apple, ­Google y Meta, proceden de allí. Los productos y servicios punteros de estas multinacionales han recibido el empuje de una industria de capital de riesgo, liderada por inversores ávidos de emociones intensas que persiguen recompensas que, aunque son poco frecuentes, si se dan, pueden reportar unos beneficios astronómicos.2 Estos inversores, cautivados por las audaces innovaciones y el «ansia de riqueza», han canalizado tanto el capital como el talento hacia innumerables empresas tecnológicas, incubando una fértil industria y estableciendo la preeminencia de California —y, en particu­lar, de Silicon Valley— en la economía digital mundial.3 Las empresas tecnológicas de Silicon Valley se han beneficiado de un acceso sin precedentes a los ingenieros mejor dotados, en gran parte gracias a su proximidad al próspero clúster de investigación creado en torno a la Universidad de Stanford.4 Esta institución ha realizado generosas inversiones en investigación científica e ingeniería, y ha establecido estrechos lazos con la industria tecnológica, incluso mediante la construcción de un gran parque científico alrededor de su campus. También se ha beneficiado de cuantiosas subvenciones federales para la investigación y de contratos militares, lo que amplifica aún más sus ventajas de escala.

Ahora bien, no solo los ingenieros de Silicon Valley, los fundadores de startups, las empresas de capital de riesgo o la Universidad de Stanford han moldeado el pensamiento tecnoliberal que ha emanado de California, sino que este procede más bien de diversas comunidades unidas por su optimismo compartido sobre la tecnología. Richard Barbrook y Andy Cameron han descrito el espíritu que subyace al auge de la economía estadounidense de internet como el reflejo de una «ideología californiana» distinta, en la que se combinan el «espíritu libre de los hippies» y el «celo empresarial de los yuppies».5 Estas distintas comunidades de la costa oeste de EE. UU. —escritores, artistas, hackers, activistas de los medios comunitarios y capitalistas— comparten una profunda fe en el «potencial emancipador» de las tecnologías de la información.6 Dada su diversidad, el modelo de mercado estadounidense va más allá del pensamiento neoliberal tradicional. Mezcla la bohemia cultural de San Francisco con las industrias de alta tecnología fundadas en Silicon Valley, reuniendo estas dos visiones del mundo aparentemente contrapuestas bajo una rúbrica común de profundo tecnooptimismo.

Los primeros tecnoliberales encontraron un objetivo común que trascendía las fronteras del espectro político. Conformaban grupos variados que compartían la desconfianza hacia las autoridades, las jerarquías y el Gobierno, y se unieron en torno a la idea de que la tecnología les permitiría superar las instituciones dominantes existentes.7 Para los tecnoliberales de izquierdas, la tecnología empoderaba a los individuos y a los activistas comunitarios a expensas de las élites corporativas y burocráticas.8 Varios académicos destacados, como Yochai Benkler, y ONG influyentes, como la Electronic Frontier Foundation, defendieron su argumento tecnooptimista desde esta posición, haciendo hincapié en el potencial de internet para mejorar tanto las libertades individuales como las civiles.9 Para los defensores de derechas, por otro lado, la tecnología ofrecía la oportunidad de debilitar a los Gobiernos intervencionistas y afianzar su ideología del laissez faire, reduciendo así el poder del Estado-nación a la vez que se fomentaba la competencia y se concedía poder a los empresarios tecnológicos.10 Aunque en los albores de internet convivieron ideologías de izquierdas y de derechas bajo una forma californiana compartida de actuación, la doctrina del libre mercado ha llegado a trascender las raíces contraculturales originales de este modelo a medida que internet ha avanzado en su comercialización.11

Incluso con su fe en los mercados y su dependencia del capital de riesgo, el espíritu tecnolibertario estadounidense va mucho más allá de la mera obtención de beneficios. Los estudiosos de la cultura de Silicon Valley destacan su mentalidad meritocrática y su capacidad para recompensar la creatividad, el individualismo y la audacia.12 Pero lo que realmente la hace especial, afirman, es el celo innovador de sus empresarios tecnológicos, que a menudo va más allá del deseo de ganar dinero. Muchos conocedores de la comunidad tecnológica de la Costa Oeste destacan la aspiración que tienen los emprendedores que la pueblan de «cambiar el mundo» mediante tecnologías revolucionarias. Estos, a menudo, se consideran a sí mismos «revolucionarios» y «visionarios» comprometidos con la transformación global a través de la tecnología.13 Esta mentalidad distintiva de Silicon Valley contrasta con la de sus pares de Shenzhen, que es el centro neurálgico tecnológico equivalente en China. En Shenzhen, la doble motivación de Silicon Valley, obtener beneficios y transformar el mundo, se reduce a la primera, esto es, ganar dinero. Kai-Fu Lee, un destacado inversor tecnológico chino y antiguo presidente de ­Google China, describe a los empresarios de su país como personas que aprovechan el impulso del mercado con el objetivo de enriquecerse. A diferencia de muchos de los líderes de Silicon Valley, ellos no tuvieron la suerte de crecer en familias donde se les animaba a pensar en cómo podrían cambiar el mundo. Es más, suelen estar a tan solo una generación de distancia de la pobreza severa, por lo que se criaron con un único objetivo: la supervivencia.14 Sin duda, la estructura motivacional dual de Silicon Valley y el idealismo de sus miembros se consideran esenciales en su mentalidad distintiva y, por tanto, parte del ethos tecnoliberal estadounidense.15


Los mercados superan la regulación gubernamental

Los pioneros de internet en California adoptaron una postura extrema contra la regulación, argumentando que esta era indeseable e inviable. Según este punto de vista, internet debería ser un espacio autoorganizado que escribiera sus propias reglas sin la interferencia gubernamental: solo si se lo deja en paz, el mercado podrá desarrollar todo su potencial. En la reunión del Foro Económico Mundial celebrada en Davos en 1996, John Perry Barlow, fundador de la Electronic Frontier Foundation, publicó «A Declaration of the Independence of the Cyberspace» (‘Una declaración de la independencia del ciberespacio’), que recogía el principio básico de la agenda de la libertad en internet.16 En este documento, Barlow declaraba que el ciberespacio es un «espacio social global» que no depende de la «tiranía» estatal. Los Gobiernos nacionales no tienen derecho moral ni autoridad legal para imponer sus leyes en este lugar desvincu­lado de la soberanía nacional, proclamaba Barlow. Internet es un lugar autoorganizado con su propio contrato social y sus propias reglas. Barlow también avanza una visión optimista y empoderadora. Imbuido del espíritu emancipador de la ideología californiana, describe el ciberespacio como «un mundo en el que todos pueden entrar sin privilegios ni prejuicios» y como un lugar «más humano y justo que el mundo creado por vuestros Gobiernos».

La declaración establecía una visión según la cual internet no puede, y no debe, regularse. Desde entonces, numerosos académicos, comentaristas y líderes políticos han respaldado este punto de vista, que ha desempeñado un papel fundamental en la configuración del modelo regulador estadounidense.17 Estos argumentos contrarios a la regulación se bifurcan en diversas ramificaciones. El primer argumento es que el ciberespacio es diferente del mundo real y, por tanto, por su propia naturaleza elude el control gubernamental. En los primeros años de internet, la Administración Clinton suscribió en gran medida esta opinión de que controlarlo es «imposible»,18 o, como afirmó el propio Clinton en el año 2000, cualquier intento de regulación sería «como intentar como atrapar el aire entre las manos».19 En segundo lugar, aunque, en teoría, pudiera regularse, cualquier intento de hacerlo sería desaconsejable, incluso ilegítimo. Algunos autores sostienen que el Gobierno es demasiado lento a la hora de desarrollar normativas para las tecnologías de rápido desarrollo, y, por tanto, ineficaz para abordar los problemas surgidos en el ciberespacio.20 El sector privado está en mejor disposición de desarrollar normas receptivas, adaptables y flexibles que rijan el mundo en línea.21 Los críticos de la regulación también arguyen que un reglamento estatal basado en la territorialidad es inadecuado para un internet sin fronteras.22 El intento de cualquier nación de ejercer jurisdicción sobre el ciberespacio tendría inevitablemente efectos indirectos indeseables en las otras naciones, lo que generaría conflictos legales y daría pie a una regulación excesiva, además de que sería antidemocrático por naturaleza.23

Por supuesto, también hay autores que han rebatido el argumento de que internet no puede regularse. Lawrence Lessig, por ejemplo, ha escrito en contra de la idea de que el ciberespacio es inmune al control. Afirma que este se encuentra gobernado y controlado por un código —­la arquitectura subyacente de internet— escrito por los programadores que crean tanto sitios web como otros tipos de software. Este código da órdenes a la tecnología para que funcione de una determinada manera. Según Lessig, la forma en la que está escrito determina si el ciberespacio es un espacio de libertad o de control opresivo. Este punto de vista sostiene que «el código es ley», por lo que es crucial que los responsables políticos y los ciudadanos influyan en los valores que encarna.24 Jack Goldsmith desarrolló otra crítica a la opinión de que internet, por su propia naturaleza, no se presta a la regulación.25 Refuta el argumento de que la actividad en el mundo virtual es fundamentalmente distinta de la actividad que tiene lugar en el mundo real.26 Incluso en este último, las personas de una jurisdicción territorial realizan con frecuencia transacciones con personas de otra, y las leyes existentes son capaces de gestionar estos problemas de regulación multijurisdiccional. Además, aunque los efectos indirectos de la regulación del ciberespacio son comunes, también lo son los efectos indirectos de la propia actividad que tiene lugar en él.27 Esto añade legitimidad a los esfuerzos de los Gobiernos por regular cualquier actividad digital que produzca efectos en sus respectivas jurisdicciones.28

Incluso si se acepta que la regulación del ciberespacio es factible, sigue existiendo un lógico desacuerdo sobre la cantidad óptima de regulación. El modelo regulador impulsado por el mercado se basa en la idea de que, incluso si los Gobiernos tuvieran la capacidad y la autoridad legal para regular, deberían pasar a un segundo plano y dejar margen a la autorregulación. Según este punto de vista, el espacio de internet se presta especialmente bien al autogobierno.29 En primer lugar, la economía digital se caracteriza por el fácil acceso a la información, que promueve la negociación justa entre todas las partes. La comunicación digital reduce los costes de las transacciones, lo que facilita aún más la contratación privada en línea. En segundo lugar, la entrada y la salida son prácticamente gratuitas, lo que favorece que las partes puedan cambiar de proveedor de servicios de internet y, por tanto, se acojan o no a las normas en función de sus preferencias. Este punto de vista plantea un espacio en línea en el que los distintos proveedores adaptan sus productos y servicios a los distintos perfiles de consumidor. Por ejemplo, algunas plataformas permitirán lenguaje ofensivo mientras que otras optarán por prohibirlo, y el usuario puede elegir entre unas u otras según sus preferencias sobre los límites óptimos de la libertad de expresión.30 Esta caracterización del mercado parte de una idea de usuario con una capacidad de elección casi ilimitada, así como de un sector eficiente y altamente competitivo que requiere poca intervención estatal, un supuesto que recientemente ha sido objeto de críticas, como veremos más adelante.31

Un argumento clave para confiar en el libre mercado y limitar la intervención ha sido la creencia de que este enfoque político es el que mejor apoya la innovación y el crecimiento económico.32 Desde esta perspectiva, cuando la Administración se mantiene al margen, el afán creativo de los empresarios no encuentra frenos. El capital de riesgo identifica a los grandes emprendedores mejor que los Gobiernos, lo que permite que prosperen las empresas más punteras. La regulación se considera un impedimento para la innovación, ya que, en exceso, aumenta los costes y encorseta la labor de los desarrolladores. Por supuesto, incluso los defensores del libre mercado admiten que este no es perfecto y que las empresas privadas no siempre aciertan. Por ejemplo, muchos estadounidenses reconocen los problemas asociados a la extracción masiva de datos personales por parte de grandes empresas tecnológicas como ­Google y Meta. Sin embargo, su conclusión a menudo ha sido que, a la hora de elegir entre los dos males, hay que temer más al sector público que al privado.33 La violación de la privacidad se considera un efecto secundario inevitable de los negocios. O, como dijo ­­Scott McNealy, consejero delegado y cofundador de Sun Microsystems, en 1999: «De todos modos, la privacidad es nula. Supéralo».34 Incluso aunque las empresas tecnológicas y sus prácticas basadas en datos transgredan ciertos límites, muchos replican que «la mayor preocupación es el Gobierno» y que es probable que los mercados acaben resolviendo el problema de todos modos.35 Según este argumento, con un enfoque regulador más intervencionista no solo se correría el riesgo de recortar estas libertades clave, sino también de coartar el celo y el impulso innovador de las empresas detrás de las plataformas, que han generado una enorme riqueza y han impulsado potentes adelantos.36

Entre los defensores del modelo basado en el mercado, muchos propugnan la opinión de que la regulación debe limitarse estrictamente a subsanar los fallos del sistema económico imperante. Sin embargo, los tecnoliberales más acérrimos no ven la necesidad de regular ni siquiera cuando este falla. Por el contrario, presentan la tecnología como la solución allí donde esta es un problema.37 Si aparecen discursos dañinos en internet, las propias compañías tecnológicas desarrollarán algoritmos para filtrarlos. Si los usuarios se preocupan por su privacidad, desarrollarán sistemas que la preserven. La regulación gubernamental no suele ser la solución, sino que la clave está en la tecnología. Según este punto de vista, cuando esta se aprovecha para abordar cualquier reto normativo, se obtienen varios beneficios.38 En primer lugar, mientras que la ley suele ofrecer una solución única, los remedios tecnológicos pueden responder mejor a las diferentes percepciones del problema y a la pluralidad de opiniones de los usuarios de internet. En segundo lugar, pueden desplegarse con mayor agilidad, lo que hace que respondan mejor a la propia evolución tecnológica, así como a los cambios en las prácticas empresariales y sociales. Estas soluciones también pueden utilizar los vastos recursos del sector privado, aprovechando la experiencia de las multinacionales del sector, que tienen un profundo conocimiento de los desarrollos que han generado. Por el contrario, la regulación gubernamental consistiría a menudo en una única solución, desplegada con retraso y aplicada con conocimientos y recursos limitados.

Esta fe en la autorregulación como principio básico del sistema normativo estadounidense lo diferencia del modelo europeo basado en los derechos, en el que, es el Gobierno, y no las empresas tecnológicas, el encargado de resolver los problemas de regulación. El desarrollo por parte de Apple de una solución para erradicar de sus teléfonos las comunicaciones relacionadas con la pederastia ilustraría este contraste. En 2021, Apple anunció que había desarrollado una nueva herramienta llamada neuralMatch diseñada para identificar imágenes de abuso sexual infantil en iPhones.39 Si se detectaran este tipo de imágenes, se alertaría a un equipo de moderadores humanos y, tras verificar la información, estos pasarían la información a la Policía. Esta función forma parte de los nuevos sistemas de protección de menores de Apple que la empresa tenía previsto introducir primero en EE. UU. con el lanzamiento de su sistema operativo iOS 15. Mientras que algunos defensores de la privacidad han expresado su preocupación por que esta tecnología allane el camino a prácticas de vigilancia más amplias —razón por la cual Apple ha pospuesto, por ahora, su introducción—, otros han elogiado el compromiso de la empresa con el despliegue de medios para evitar el consumo de pederastia en línea, un problema que los Gobiernos han tratado de regular con un éxito moderado.40 Los esfuerzos de Apple para encontrar una manera de garantizar que sus productos no se utilicen para actividades ilegales —incluso en ausencia de un requisito legal para hacerlo— es un ejemplo de la autorregulación que el modelo estadounidense fomenta. En comparación, en 2022, la Comisión Europea propuso una nueva legislación que, si se adopta, obligará a las empresas tecnológicas a detectar, denunciar y eliminar cualquier material de abuso sexual infantil de sus plataformas.41 Estos dos ejemplos de regulación —el de Apple, por un lado, y el de la Comisión Europea, por otro— ilustran el carácter distintivo del modelo regulador estadou­nidense, que considera que las empresas tecnológicas, y no los Gobiernos, deben liderar la regulación de la economía digital.


Un internet libre fomenta la libertad y la democracia

Es inherente a este modelo regulador la idea de que la intervención del Gobierno no solo compromete el funcionamiento eficiente de los mercados, sino que también socava la libertad individual. Así, mientras que el compromiso de EE. UU. con la innovación y el crecimiento proporciona una justificación económica para argumentar en contra de la intervención estatal, su compromiso con la libertad individual se invoca a menudo como una razón política para limitar esa interferencia. Dicha libertad se considera fundamental para mantener el nervio de la sociedad democrática, caracterizada por la libertad de expresión y la diversidad de voces en la conversación pública y la vida cívica. Una de las creencias fundamentales que subyacen al modelo impulsado por el mercado es su fe en la tecnología como instrumento para hacer avanzar la democracia. Entre los pioneros de internet en California se consideraba que el desarrollo tecnológico abría un camino hacia la libertad individual y potenciaba la participación ciudadana en el ámbito político. En los primeros días de la economía de internet, los tecnooptimistas creían que se crearía un «ágora electrónica», un lugar virtual en el que todo el mundo podría expresar sus opiniones sin censura ni la influencia mediadora del Gobierno o de las empresas.42 Un optimismo alimentado por la idea de que implantar la democracia directa en el seno de las instituciones estaba al alcance de la mano.

El potencial de internet para promover la democracia también influyó en el gobierno de EE. UU. a través de diferentes administraciones. Ira Magaziner, asesor principal de política del presidente Clinton, pronunció un discurso en la cumbre anual de la Fundación Progreso y Libertad sobre el Ciberespacio y el Sueño Americano en 1998, en el que describió internet como «una fuerza para la promoción de la democracia», y expuso que «la dictadura depende del control del flujo de la información». Magaziner sugirió que, con la llegada de internet, las personas de todo el mundo tendrían un acceso mucho mayor a la información, lo que les permitiría «participar plenamente en el proceso democrático». Esto le llevó a afirmar que la red tiene «un tremendo potencial para promover la libertad y la capacitación individuales».43 A lo largo de las décadas siguientes, ha persistido esta idea de las propiedades de la tecnología para mejorar la democracia. En su famoso discurso de 2010 sobre la libertad en internet, la entonces secretaria de Estado Hillary Clinton hizo hincapié en cómo esta puede transformar las sociedades: La organización en línea ha sido una herramienta fundamental para hacer avanzar la democracia y permitir a los ciudadanos protestar contra unos resultados electorales sospechosos. E incluso en democracias consolidadas como Estados Unidos, hemos visto el poder de estas herramientas para cambiar la historia.44 

Esta creencia en el potencial de internet para ayudar a avanzar la democracia y las libertades en el extranjero también ha sido fundamental para la agenda de política exterior de EE. UU., como se analiza en otro capítulo de este libro.

Pocos discutirían que la amplia difusión de las tecnologías digitales ha empoderado a los individuos, brindándoles nuevas oportunidades económicas, políticas y culturales. A medida que miles de millones de personas de todo el mundo han ido accediendo a internet, ha aumentado su capacidad para acceder a la información, realizar transacciones profesionales y establecer contactos personales. En el mejor de los casos, este acceso democratizado a entablar relaciones y a tener oportunidades también debería dar paso a una sistema político más inclusivo que empodere a los que no tienen voz y reste relevancia al arbitraje de la élite —ya sean medios de comunicación o partidos políticos— que tradicionalmente ha controlado el acceso al debate público y la agenda política.45 La capacidad de internet para facilitar la organización comunitaria y cambiar la historia, como sugirió la secretaria de Estado Clinton, también ha quedado patente en algunos movimientos sociales que han ganado visibilidad a través de este medio y han influido en el debate nacional, e incluso internacional, sobre la necesidad de justicia social y cambio. Por ejemplo, el hashtag #MeToo se compartió más de 19 millones de veces en todo el mundo en menos de un año, contribuyendo así al movimiento social contra el acoso sexual.46 Por otro lado, #BlackLivesMatter se compartió una media de 3,8 millones de veces al día en el período posterior al brutal asesinato de un afroamericano bajo custodia policial, George Floyd, a manos de un agente blanco en mayo de 2020.47 Estos ejemplos revelan cómo las campañas en las redes sociales pueden ser eficaces para introducir un problema en la agenda política y allanar el camino a reformas sociales necesarias.

El modelo regulador estadounidense se basa en la creencia de que internet contribuye a muscu­lar la democracia al fomentar el debate público y exponer las diversas voces. Internet puede ampliar la libertad de expresión, lo que, a su vez, tiene la capacidad de potenciar el discurso democrático, según el argumento tecnoliberal. El compromiso de EE. UU. con la libertad de expresión es uno de los valores que definen al país. La Primera Enmienda de la Constitución recoge esta libertad, y los tribunales la han defendido con vigor desde entonces. Es este compromiso inquebrantable con la libertad de expresión —junto con la firme creencia de que internet debe ser un bastión de esa libertad— lo que más diferencia al modelo regulador estadounidense, basado en el mercado, del modelo regulador chino, impulsado por el Estado, que considera que la censura es necesaria para preservar la equidad y la armonía social. Pero el modelo de EE. UU. también se aleja del de la UE en su enfoque, incluso cuando tanto los europeos como los estadounidenses consideran que la libertad de expresión es un derecho fundamental. La protección de ese derecho en EE. UU. se basa en la noción de un «mercado de ideas» que hace hincapié en el beneficio social de preservar un entorno desinhibido en el que todos puedan expresarse sin censura ni control gubernamentales.48 Como resultado, está dispuesto a defender la libertad de expresión incluso en los casos en los que la UE procede a restringirla, con lo que acaba protegiendo discursos de odio o ideas repulsivas que, según el modelo regulador europeo, comprometen la dignidad individual y conllevan un perjuicio social que el gobierno debe evitar. En el modelo estadounidense existe la creencia de que, mientras el mercado de las ideas siga siendo libre, la verdad emergerá y prevalecerá en última instancia. Esta libertad de expresión también se traduce en una cultura democrática que se basa en la deliberación y la participación. Estas oportunidades de participación pueden ampliarse a través de las tecnologías digitales, lo que proporciona un sólido argumento político a favor de un internet libre que marque el camino hacia una democracia más sólida e inclusiva. Esta forma de entender la relación de la tecnología con la democracia se ha consolidado como uno de los pilares del modelo regulador estadounidense.



Codificar el ethos del libre mercado en el Derecho


Este ethos orientado al mercado que subyace al modelo regulador estadounidense está recogido en numerosas leyes y sentencias judiciales, lo que ilustra que las ideas en torno a la libertad económica y política han contado con el pleno respaldo del Gobierno de EE. UU. Dicho de otro modo, las raíces del modelo basado en el mercado pueden rastrearse tanto en Silicon Valley como en Washington D. C. Desde la década de 1990, los principales agentes de la democracia estadounidense, el Congreso, el Poder Ejecutivo y los tribunales, han reforzado el modelo regulador orientado al mercado promulgando e interpretando la Constitución y las diversas leyes de forma que se incrementara el poder de las empresas tecnológicas a expensas del Gobierno.49 Esto refleja la opinión generalizada de que el Estado debe dejar libertad a estas compañías para innovar en aras del máximo crecimiento económico. Así, desde los primeros años de la revolución digital, entidades públicas y privadas han actuado en gran medida al unísono para defender la misma visión de una economía digital no regulada, innovadora e impulsada por el mercado.


Cómo el Congreso liberó a las tecnológicas con la Sección 230 de la Ley de Decencia en las Comunicaciones

Recae sobre el Congreso gran parte del mérito —o, en opinión de otros, de la culpa— de la arquitectura desreguladora imperante en la economía digital actual. Ninguna otra ley capta mejor el espíritu del modelo regulador estadounidense que la Sección 230 de la Ley de Decencia en las Comunicaciones (CDA, por sus siglas en inglés) de 1996.50 Esta norma proporciona inmunidad a los intermediarios que operan en línea, e impide que estas empresas sean legalmente responsables de los contenidos que terceros alojen en sus plataformas. Por ello, no se puede considerar responsable a YouTube de que un usuario suba un vídeo que promueva la violencia, ni acusar a Meta de difamación cuando un usuario de Facebook publique un comentario que calumnie a otra persona en esa plataforma. Al mismo tiempo, si YouTube decidiera retirar el vídeo ilegal o Meta optara por eliminar el comentario difamatorio, ambas tendrían libertad para hacerlo sin temor a estar violando los derechos de libertad de expresión del usuario. Lo que subyace supuestamente a este escudo de responsabilidad es que estas plataformas no se consideran editoras de los contenidos que se publican en ellas, lo que las exime de ciertas obligaciones legales. Esta inmunidad de doble sentido —que protege tanto la acción como la inacción de las plataformas— se ha considerado esencial para que los servicios en línea crezcan y prosperen. Incluso ha llevado a algunos comentaristas a describir la Sección 230 como «la ley más relevante para la libertad de expresión en la web».51

El Congreso promulgó la Sección 230 en respuesta a una preocupación surgida en 1995, cuando el Tribunal Supremo de Nueva York dictaminó en el caso de Stratton Oakmont, Inc. v. Prodigy Services Co., un proveedor de servicios de internet que albergaba tablones de anuncios en línea, que este era responsable de los mensajes difamatorios publicados en dichos tablones.52 En aquel momento, Prodigy tenía dos millones de abonados y recibía 60 000 mensajes al día, demasiados como para que se pudieran revisar sistemáticamente. Sin embargo, al moderar el contenido y borrar muchos mensajes ofensivos, el tribunal consideró que Prodigy había asumido el papel de «editor», y eso lo convertía en responsable de los mensajes difamatorios publicados en su sitio web. En resumen, el intento de moderar algunos mensajes llevó a la empresa a que la consideraran responsable de todos los mensajes. Para evitar que le atribuyeran esa responsabilidad, Prodigy tendría que haber renunciado a moderar, y actuar simplemente como anfitrión ciego de las publicaciones de terceros. Varios miembros del Congreso reaccionaron alarmados ante la decisión judicial. Con el fin de preservar los incentivos de las empresas tecnológicas para desarrollar servicios nuevos, innovadores y beneficiosos —incluidas las herramientas de moderación, como había hecho Prodigy—, el Congreso actuó para eximir a estas compañías de la responsabilidad, alegando que la intervención era necesaria si se deseaba garantizar que internet pudiera servir a sus usuarios y seguir floreciendo.53

La controvertida sentencia en el caso de Stratton-Oakmont actuó como palanca para que el Congreso promulgara la CDA en 1995, que se convirtió en la primera ley que regulaba la expresión en línea en EE. UU.54 Esta ley censuraba la obscenidad y la indecencia, e ilegalizaba la exposición consciente de tales contenidos a menores.55 Se presentó junto con un amplio proyecto de ley para actualizar la Ley de Telecomunicaciones de 1934.56 Durante la aprobación del proyecto de ley, los representantes Chris Cox y Ron Wyden introdujeron una enmienda a la CDA que acabaría convirtiéndose en la Sección 230.57 La enmienda bipartidista Cox-Wyden se diseñó específicamente para anular los efectos de Stratton-Oakmont v. Prodigy y garantizar que no se tratara a los proveedores de servicios de internet como editores de contenidos de terceros, distinguiéndolos, por ejemplo, de los servicios que ofrecen los periódicos digitales, que sí son responsables de los contenidos que publican. Según el representante Cox, la enmienda tenía dos objetivos. En primer lugar, eximiría a los proveedores de servicios en línea de responsabilidad en los casos en los que decidieran retirar material nocivo y ofensivo para sus clientes. En segundo lugar, «establecerá como política de Estados Unidos que no deseamos que el Gobierno federal regule los contenidos de internet».58

Uno de los principales objetivos de la Sección 230 era conferir a los particu­lares, ya fueran los padres de los usuarios menores de edad o los proveedores de servicios de internet, la autoridad para regular los contenidos ofensivos, en lugar de que fuera la Comisión Federal de Comunicaciones la que lo hiciera.59 Según los representantes Cox y Wyden, los padres y las familias estaban mejor preparados que los «burócratas del Gobierno» para proteger a los menores en la red, y por eso era importante que los proveedores de servicios de internet, como Prodigy, siguieran gozando de libertad para desarrollar herramientas que ayudaran a estos clientes a delimitar los contenidos que sus hijos veían.60 El temor era que una regulación gubernamental excesiva impidiera al mercado aportar soluciones innovadoras o socavara internet como «foro de una verdadera diversidad de discurso político» que florece con un mínimo de regulación gubernamental.61 Los representantes Cox y Wyden lo afirmaron sin ambigüedades al aclarar que «nuestra intención al redactar esta ley era mantener a la [Comisión Federal de Comunicaciones, FCC, por sus siglas en inglés] al margen de la regulación de los sitios web, las políticas de moderación de contenidos y la libertad de expresión en internet».62 Esta visión quedó firmemente consagrada en la Sección 230, que establece que «es política de Estados Unidos […] preservar el activo y competitivo mercado libre en que se mueven internet y otros servicios informáticos interactivos, sin trabas por parte de la regulación federal o estatal».63

Al proteger a las plataformas en línea de la responsabilidad legal y fomentar la autorregulación, la Sección 230 asume la idea central del modelo regulador estadounidense basado en el mercado. Si bien se enmarca en los intentos del Congreso de reflejar las ideas de libre mercado y libertad de expresión en la legislación digital de EE. UU., esta misma filosofía también ha guiado muchos otros actos legislativos y propuestas en el Congreso. La Ley de Derechos de Autor para el Milenio Digital de 1998, por ejemplo, exime a los proveedores de servicios de internet de responsabilidad por el material que infrinja los derechos de autor publicado en sus plataformas, siempre y cuando sigan determinadas normas, incluida la retirada de contenidos ilegales cuando así lo solicite el titular de dichos derechos.64 Otras leyes presentadas en el Congreso encarnan en gran medida este mismo espíritu de regulación minimalista en nombre de la innovación y el progreso tecnológico. Cuando el representante William Tauzin presentó la Ley de Protección de Internet de 1997, hizo hincapié en la necesidad de brindar apoyo a una innovación tecnológica eficiente y a un despliegue de servicios en la tecnología de la información. Esto, según Tauzin, requería que EE. UU. «confiara en la iniciativa privada y evitara, en la medida de lo posible, la restricción o supervisión gubernamental de dichos servicios».65 Dos años más tarde, el senador John McCain adoptó un tono similar al presentar la Ley de Libertad de Regulación de Internet, diseñada para «prohibir a la FCC y a las comisiones estatales que regulen… el acceso a internet o los servicios en línea».66 La Ley de Protección de la Privacidad Infantil en Internet (COPPA, por sus siglas en inglés) de 1998,67 que se suele presentar como la «primera ley de privacidad de EE. UU. escrita para internet», mejora la protección de datos de los menores de trece años, exigiendo a los operadores de sitios web que publiquen una política de privacidad y soliciten el consentimiento paterno en algunos casos. Sin embargo, incluso la COPPA permite a las empresas solicitar a la Comisión Federal de Comercio (FTC, por sus siglas en inglés) la aprobación de directrices de autorregulación para regir su cumplimiento, lo que demuestra que la actividad legislativa del Congreso se ha guiado por sus instintos promercado.68

Lo que el Congreso no ha hecho en términos de legislación es quizás incluso más revelador que lo que sí. A pesar de que la mayoría de los países del mundo han adoptado leyes para regular la privacidad de los ­datos, no ha sido así en el caso estadounidense. Tampoco ha actualizado sus antiguas leyes antimonopolio que, según muchos, son inadecuadas para abordar los problemas de la economía digital actual, ni ha actuado para regular la inteligencia artificial, proteger los derechos de los trabajadores autónomos o imponer a las plataformas la obligación de compartir los ingresos con los creadores de contenidos protegidos por derechos de autor. Este escueto marco legislativo contrasta fuertemente con las medidas impulsadas por las instituciones de la UE, que han legislado ampliamente en estos y otros muchos ámbitos de la economía digital. En los últimos años, varios miembros del Congreso han empezado a cuestionar la idea de que el libre mercado y la autorregulación sean los métodos más adecuados para la economía digital actual. Tanto la Cámara de Representantes como el Senado tienen sobre la mesa varios proyectos de ley que reclaman una mayor supervisión gubernamental, como veremos más adelante. Sin embargo, las luchas partidistas han impedido, hasta la fecha, el consenso político necesario para aprobar estas propuestas legislativas. Así pues, el Congreso —por su inacción— sigue sosteniendo el modelo regulador basado en el mercado como base de la economía digital.


Empresas tecnológicas protegidas por los tribunales: Interpretación judicial de la Sección 230

Si bien el Congreso desempeñó un papel clave en la libertad de las empresas tecnológicas al legislar la Sección 230, el poder judicial de EE. UU. ha sido crucial en la protección, e incluso la ampliación, de las libertades consagradas en esa legislación. Los tribunales han defendido tanto el contenido como el fundamento de la protección de responsabilidad bidireccional de la Sección 230, como en el famoso caso Zeran v. America Online, Inc., resuelto por un tribunal federal de EE. UU. en 1997.69 El caso Zeran trataba de dirimir la responsabilidad de AOL en cuanto a las declaraciones difamatorias que un tercero había publicado en su tablón de anuncios. El tribunal confirmó la inmunidad de AOL en virtud de la Sección 230, destacando la necesidad de proteger «la libertad de expresión en el nuevo y floreciente medio de internet» y señalando cómo la imposición de responsabilidad a la compañía de servicios de internet constituiría «una regulación gubernamental intrusiva de la libertad de expresión».70 Al interpretar la inmunidad de la Sección 230 y la intención legislativa que la sustenta, el tribunal destacó dos objetivos clave. En primer lugar, esta ley incentiva a las plataformas a filtrar la obscenidad y cualquier otro contenido ofensivo sin temor a incurrir en responsabilidad. En segundo lugar, fomenta «el desarrollo sin trabas ni restricciones de la libertad de expresión en internet», lo que permite el desarrollo de la economía y del comercio electrónicos.71

El Tribunal Supremo de EE. UU. también ha respaldado normas estrictas de libertad de expresión en su jurisprudencia. Poco después de que se adoptara la CDA, tanto los defensores de la libertad en internet como los representantes de la industria tecnológica impugnaron determinadas disposiciones alegando que violaban los derechos de libertad de expresión garantizados por la Primera Enmienda de la Constitución de EE. UU.72 Las disposiciones impugnadas pretendían proteger a los menores de material inadecuado en internet y penalizaban la transmisión intencionada de mensajes «obscenos o indecentes» o de contenido sexual ofensivo. En 1997, el caso llegó al Tribunal Supremo de EE. UU., que anuló dichas disposiciones en el caso de Reno v. American Civil Liberties Union.73 Al derogar la ley, el tribunal sostuvo que la CDA imponía una «carga inaceptablemente pesada a la expresión protegida» que «amenazaba con indignar a un amplio segmento de la comunidad de internet».74 También escribió que «el interés en fomentar la libertad de expresión en una sociedad democrática supera cualquier beneficio teórico pero no probado de la censura».75 El tribunal dejó intacto el escudo de responsabilidad de la Sección 230 y aprovechó la sentencia para describir internet como una plaza virtual donde todo tipo de expresión contribuye al discurso democrático.

El Tribunal Supremo ha mantenido un tono similar con el trascurso de los años, ampliando su defensa de internet como bastión de la libertad de expresión en la era moderna de la economía digital, en la que el valor de esta en el mundo virtual es cada vez más controvertido. Por ejemplo, en Packingham v. North Carolina,76 juzgado en 2017, se anuló una ley que permitía a un estado prohibir el acceso a las redes sociales a una persona condenada por un delito sexual. Al derogar el Estatuto impugnado, el Tribunal Supremo emitió una sentencia de gran alcance en la que comparó las plataformas en línea con un parque público moderno o una plaza de la ciudad, retratándolas, así, como actores cuasiestatales a los que la Primera Enmienda debe controlar con el objetivo de que no usen su poder para silenciar a los ciudadanos. Según la sentencia, «un principio fundamental de la Primera Enmienda es que todas las personas tengan acceso a lugares en los que puedan hablar y escuchar».77 A continuación, el Tribunal dictaminó que el lugar más importante para el intercambio de opiniones hoy en día es «el ciberespacio, los “vastos foros democráticos de internet” en general, y las redes sociales en particu­lar».78 Al prohibir a los delincuentes sexuales el uso de los medios de comunicación sociales, se les impedía «hablar y escuchar en la plaza pública moderna» y, por tanto, se les privaba de los «mecanismos más poderosos de los que dispone un ciudadano particu­lar para hacer oír su voz».79 Dado su inmenso poder de comunicación, el juez Kennedy reconoció que el impacto de internet sobre la libertad de expresión no se comprendía del todo y que algún día podría incluso utilizarse con «fines antisociales».80 Sin embargo, añadió: «Hasta entonces, había que extremar la precaución para que el potencial democrático de internet pudiera hacerse realidad».81 Esto sugiere que, incluso hoy en día —y ya con numerosas pruebas de que internet se utiliza con «fines antisociales»—, el Tribunal Supremo de EE. UU. sigue considerando la red como un baluarte de la libertad de expresión que amplifica, y no socava, la democracia. La firme defensa de la libertad de expresión por parte de los tribunales estadounidenses tanto en este caso como en otros anteriores revela cómo el poder judicial ha legitimado de manera reiterada el espíritu de libre mercado que subyace al modelo regulador estadounidense, contribuyendo así a su influencia y resistencia.


El compromiso del Ejecutivo con las libertades en internet

Tal y como han hecho los poderes legislativo y judicial de EE. UU., el Poder Ejecutivo también ha abrazado el modelo regulador impulsado por el mercado, con la defensa de políticas muy similares a las del Congreso a la hora de proteger a la industria tecnológica de una amplia regulación. La Administración Clinton, que supervisó el período crítico de comercialización de internet, promovió la no regulación como principio rector de esta.82 Sin embargo, durante los primeros años de la presidencia de Clinton se mantuvo una postura más ambivalente, ya que el Ejecutivo se movía entre dos aguas: por una parte, estaba su compromiso con la no regulación y, por otra, la necesidad de garantizar el acceso de las fuerzas de seguridad a los dispositivos electrónicos. En 1994, la Casa Blanca anunció su apoyo al Chip Clipper, un dispositivo de encriptación desarrollado por la Agencia de Seguridad Nacional (NSA, por sus siglas en inglés) con una puerta trasera que permitía a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley romper el cifrado y acceder así a los archivos de voz y vídeo transmitidos en dispositivos electrónicos. Las extensas críticas a este sistema llevaron al Gobierno a dar marcha atrás y adoptar de forma más inequívoca la autorregulación como núcleo del modelo estadounidense.83 Un documento publicado en 1997 por la propia Administración, «Framework for Global Electronic Commerce», refleja este compromiso.84 En él se esbozaba la orientación de la política estadounidense hacia el comercio electrónico, haciendo hincapié en las ventajas de un enfoque orientado al mercado frente a la regulación gubernamental. Al describir el marco, Ira Magaziner, asesor principal de política del presidente en aquel momento, subrayó que «la petición y la elección individual deben ser las consignas de la nueva economía digital». Esto es, el sector privado y los grupos de múltiples interesados deben ser los que establezcan las normas de la economía digital, y no el Gobierno.85 El propio Clinton respaldó este enfoque en un memorando enviado a los jefes de los departamentos y a las agencias ejecutivas en 1997. Destacaba la «naturaleza única» de internet y que «para que el comercio electrónico prospere, el sector privado debe liderarlo. Por tanto, el Gobierno federal debe fomentar la autorregulación de la industria siempre que sea apropiado, y apoyar los esfuerzos del sector privado para desarrollar tecnología y prácticas que faciliten el crecimiento y el éxito de internet».86 Además, subrayó que el Gobierno debe actuar con moderación y evitar imponer regulaciones, impuestos o aranceles innecesarios a las empresas que operan en línea.

Esta visión tecnooptimista refleja el clima político imperante en la década de 1990, una época clave en la comercialización de internet que coincidió con el apogeo de la globalización y la desregulación. El momento influyó en las opiniones de los responsables políticos y del público por igual, institucionalizando aún más el modelo regulador impulsado por el mercado como norma en EE. UU. Los escépticos de la regulación fueron testigos de cómo el sector de las telecomunicaciones, recientemente desregulado ganaba unas velocidades nunca vistas con anterioridad.87 Esto reforzó la impresión de que el sector privado era más eficiente que el Gobierno. La principal preocupación era evitar que el Estado obstaculizara el desarrollo de estas compañías en un momento en el que el mundo se hallaba a las puertas de una nueva revolución tecnológica.

Este dogma del libre mercado se prolongó durante décadas y fue defendido, de la misma manera, por las Administraciones Bush y Obama. La Estrategia Nacional para la Seguridad del Ciberespacio de la era Bush, de 2003, abogaba por el enfoque regulador impulsado por el mercado, afirmando que «nuestras tradiciones de federalismo y gobierno limitado requieren que organizaciones ajenas al Gobierno federal tomen la iniciativa en muchos de estos esfuerzos».88 Esta orientación política basada en el mercado requería que la acción gubernamental en este ámbito «solo se justifique cuando los beneficios de la intervención superan los costes asociados. Esta norma es especialmente importante en los casos en los que existen soluciones viables del sector privado».89 La Administración Obama, por su parte, siguió haciendo hincapié en las ventajas del libre mercado, la libertad de expresión y el relevante papel de las empresas privadas en la gobernanza de internet. La Estrategia Internacional para el Ciberespacio de 2011 identificó la promoción de mercados abiertos como una prioridad política, explicando que «la competencia en estos mercados impulsa la innovación, a la vez que un entorno de libre comercio permite a los fabricantes mantener precios competitivos y altos estándares. EE. UU. se esforzará por mantener ese entorno de libre comercio, especialmente en apoyo del sector de la alta tecnología, para garantizar la innovación en el futuro».90 El equipo de Barack Obama también se mostró escéptico respecto a la regulación de internet, alegando que podría conducir a una censura perjudicial. Por ejemplo, se opuso en 2011 a la Ley para el Cese de la Piratería en Internet (SOPA, por sus siglas en inglés), una propuesta legislativa destinada a combatir la piratería en línea, alegando el temor a que acabara censurando la actividad legal.91 Esta misma Administración también destacó la notable contribución del sector privado a la gobernanza de la economía digital. La estrategia de 2011 incluía un compromiso permanente de colaboración con la industria tecnológica en ese aspecto, que consideraba «esencial para mantener su carácter multilateral».92

Sin embargo, en un marcado cambio de política, los intereses del Gobierno y los de las empresas tecnológicas estadounidenses comenzaron a discrepar durante la Administración Trump. El presidente Trump, que a menudo comunicaba sus intenciones a través de redes sociales como Twitter, se puso en guardia frente a estas compañías al considerar que se habían vuelto en su contra. Por ejemplo, después de que la mencionada red social añadiera advertencias de verificación de hechos a sus tuits,93 Trump amenazó con establecer políticas comparables a las desplegadas por los regímenes autoritarios, sugiriendo que tenía el poder de cerrar las redes sociales o incluso internet para proteger la seguridad nacional del país.94 En nombre de la protección de la libertad de expresión y la prevención de la censura en línea, Trump trató de erradicar el sesgo anticonservador que supuestamente albergaban las empresas de redes sociales mediante la emisión de una Orden Ejecutiva de 2020.95 Esta orden iba dirigida a las empresas tecnológicas estadounidenses que ejercían una «censura selectiva perjudicial para el discurso nacional» y pretendía obligarlas a difundir determinados discursos políticos, interfiriendo así en el derecho de estas plataformas a decidir qué tipo de contenidos albergaban, algo que tradicionalmente se ha considerado una parte importante de su libertad.96 Así, lo que el entonces presidente de EE. UU. calificó como defensa de la libertad de expresión, sus críticos lo vieron como un ataque a la libertad de prensa y de los medios de comunicación. Es posible que los esfuerzos de Trump por disciplinar a las empresas de redes sociales hayan abierto una brecha entre el Gobierno estadounidense y sus principales compañías tecnológicas, pero no han servido para reformar el marco jurídico del sector. 


La influencia del ethos del libre mercado en el Derecho estadounidense

La política de libre mercado y antiestatista ha sido la piedra angular del enfoque normativo de EE. UU. hacia la economía digital hasta hace poco, y ha gozado del apoyo de las más altas instancias gubernamentales. Esta filosofía ha estado profundamente arraigada en los marcos legales existentes y en la política del Gobierno, tal y como se subraya en la defensa del escudo de responsabilidad que supone la Sección 230. Los tribunales han rechazado repetidamente aquellos recursos ­legales que consideran que erosionarían las principales protecciones de las que gozan las empresas tecnológicas en virtud de la CDA, y el Congreso se ha negado a aprobar una legislación que diluya esas protecciones. Por tanto, la Sección 230 continúa presentándose como la joya de la Corona a nivel regulador del modelo estadounidense. La tendencia del Congreso y de los tribunales a optar por la libertad de expresión y abstenerse de regular los contenidos en línea refleja su hábito de interpretar la regulación digital principalmente a través del prisma de la Primera Enmienda, una costumbre que impregna la cultura jurídica del país. Cualquier intento de modificar la normativa se interpreta como un desafío legal a la Constitución, lo que refuerza el instinto desregulador del Congreso sobre la moderación de contenidos. Estos mismos principios guían la perspectiva del Tribunal Supremo de EE. UU. en lo relativo a la regulación de la economía digital. Es más, el Tribunal Supremo ha emitido recientemente una interpretación aún más liberal de la Primera Enmienda, dictando una serie de sentencias que la convierten en una herramienta para mantener a raya la regulación económica y social.97 Dada la reticencia de la Casa Blanca a apartarse de esta ortodoxia, las plataformas en línea disfrutan de libertad para desarrollar sus propias políticas de moderación de contenidos. Y dado que la cultura corporativa de las grandes firmas del sector está también impregnada de las ideas de la Primera Enmienda,98 el resultado afianza la doctrina de la libertad de expresión como fundamento del modelo regulador.

Estas ideas favorables al mercado han determinado asimismo la legislación antimonopolio de EE. UU., dando lugar a un mínimo esfuerzo regulador y contribuyendo a la creación de unos mercados tecnológicos altamente concentrados. Las principales multinacionales del mundo de la tecnología —Amazon, Apple, ­Google, Meta y Microsoft— han llegado a dominar enormes segmentos de la economía digital, controlando el mercado del comercio electrónico, los teléfonos inteligentes, las búsquedas en internet, los medios de comunicación social, la publicidad en línea, los servicios en la nube y los sistemas operativos. También han emprendido una incesante actividad de fusiones, adquiriendo al menos quinientas startups en la última década, con pocas restricciones reguladoras en el camino.99 Como manifestación de su compromiso con un modelo regulador basado en el mercado, la Administración estadounidense ha permitido todas estas fusiones sin generar fricciones. Las agencias antimonopolio del país también han optado por mirar hacia otra parte, prácticamente sin investigar nuevos casos desde que el Departamento de Justicia de EE. UU. (DOJ, por sus siglas en inglés) demandara a Microsoft en 1998.100 Hasta finales de 2020, más de dos décadas después, el DOJ y la FTC no presentaron sus demandas antimonopolio similares contra ­Google y Meta, respectivamente.101 A pesar de esta medida, no está claro que el poder judicial de EE. UU. esté dispuesto a abandonar su compromiso con los principios orientados al mercado que han definido su regulación antimonopolio durante los últimos cincuenta años.

Otro ámbito muy ilustrativo del modelo regulador estadounidense es el enfoque de las recientes administraciones sobre la privacidad de los datos. EE. UU. es un caso atípico en el mundo puesto que carece de una ley federal de privacidad, una regulación que se ha convertido en una característica estándar de los regímenes jurídicos de todo el mundo.102 El presidente Obama trató de regular este aspecto, pero fracasó en su intento de persuadir al Congreso para que actuara. En 2012, presentó una Declaración de Derechos de Privacidad del Consumidor como parte de un plan integral para proteger a los usuarios y ofrecerles un mayor control sobre cómo se maneja la información que se recopila de su actividad en internet.103 La iniciativa pretendía poner a disposición de los estadounidenses nuevas herramientas legales y técnicas para salvaguardar su privacidad, y protegerlos así del mal uso de sus datos. En la defensa del proyecto de ley, Barack Obama hizo hincapié en su coherencia con los valores clave que subyacen en el modelo regulador estadounidense, y en la idea de que, «a medida que internet evoluciona, la confianza de los consumidores es esencial para el crecimiento continuo de la economía digital […]. Siguiendo este plan, las empresas, los defensores de los consumidores y los responsables políticos pueden ayudar a proteger a los usuarios y garantizar que internet siga siendo una plataforma para la innovación y el crecimiento económico».104 También insistió en que la privacidad de los consumidores es un derecho básico en el país, y destacó que esta forma parte del «corazón de nuestra democracia desde su creación, y ahora la necesitamos más que nunca».105 No obstante, la Declaración de Derechos de Privacidad recibió ataques desde todos los frentes, y finalmente no se logró impulsar la acción legislativa.106 Las empresas tecnológicas denunciaron el proyecto de ley, alegando que daría lugar a regulaciones onerosas, ahogaría la innovación e impediría su capacidad para desarrollar nuevos servicios en línea que podrían beneficiar a los usuarios. Al mismo tiempo, los defensores de la privacidad tacharon el proyecto de débil y señalaron que estaba repleto de lagunas que las multinacionales podrían aprovechar. En última instancia, el Congreso decidió no tirar adelante esta legislación, dejando la regulación digital estadounidense firmemente anclada en la autorregulación privada y preservando así los fundamentos de su modelo ­regulatorio.107

Los esfuerzos por anular el consenso estadounidense sobre el libre mercado en la regulación digital han tenido poco éxito. Una de las contadas victorias legislativas que acabó matizando la inmunidad de la Sección 230 fue la legislación diseñada para luchar contra el tráfico sexual en línea, una ley de 2017 que permite a los Estados y las víctimas luchar contra esta lacra y que es conocida como FOSTA (Ley que Permite a los Estados y a las Víctimas Combatir el Tráfico Sexual en Internet), por sus siglas en inglés. FOSTA fue una respuesta a la preocupación del Congreso de que la Sección 230 estuviera protegiendo indebidamente a ciertos proveedores de servicios en línea que promueven de forma activa el tráfico sexual delictivo en sus plataformas. Se adoptó a raíz de la sentencia de 2016 en el caso Doe v. Backpage.com, LCC, que se analiza más adelante, en la que un tribunal federal de EE. UU. dictaminó que no se podía considerar responsable a un sitio web llamado Backpage a pesar de que, a sabiendas, este facilitaba el tráfico sexual a través de sus servicios.108 La FOSTA modificó la Sección 230 excluyendo de su escudo de responsabilidad la conducta de los proveedores de servicios que violen las leyes federales sobre tráfico sexual o prostitución ilícita.109 El preámbulo señala que «nunca se pretendió proporcionar protección legal a los sitios web que promueven y facilitan ilegalmente la prostitución ni a los que facilitan a los traficantes la publicidad de la venta de actos sexuales con víctimas de trata sexual».110 Cabe señalar que la FOSTA ha recibido críticas por su escasa eficacia y sus consecuencias adversas no deseadas. Por ejemplo, un estudio realizado en 2020 para medir su impacto reveló como efecto secundario de la norma que las plataformas que aplicaban estas medidas preventivas contra los trabajadores sexuales legales provocaban que el trabajo de estos fuera más peligroso y difícil.111 Dado que no podían anunciarse en sitios web como Backpage.com, los trabajadores sexuales voluntarios perdían autonomía para gestionar su propia agenda de clientes y volvían a caer en las manos de proxenetas para que les facilitaran encuentros. Así pues, se acusó a la FOSTA de empujarlos de vuelta a las calles, incrementando así el riesgo de su trabajo.112 Como veremos, este modesto recorte de las libertades de la Sección 230 ha tenido, en el mejor de los casos, un efecto desigual en los objetivos de regulación previstos, lo que ilustra las dificultades asociadas a cualquier intento de reajustar los fundamentos normativos de la economía digital estadounidense.


Cómo EE. UU. ha empezado a replantearse su modelo regulador 

El espíritu de libre mercado que subyace en el modelo regulador estadounidense ha demostrado su resistencia a lo largo de los años y ha guiado la formulación de políticas en todos los poderes democráticos de la nación. Sin embargo, en los últimos años, un segmento cada vez más amplio de la sociedad ha empezado a cuestionar los fundamentos tecnoliberales de la economía digital, y las críticas a este modelo van en aumento. Este cambio ideológico emergente reconoce que los inconvenientes se han vuelto demasiado obvios como para ignorarlos en el debate público. Diversas voces —de académicos, intelectuales mediáticos, periodistas, activistas de la sociedad civil, pequeñas empresas y, cada vez más, líderes políticos— se están alzando para mostrar su preocupación por el poder ilimitado de los principales gigantes tecnológicos y el impacto perjudicial sin paliativos que tienen en la sociedad. Argumentan que estas compañías han crecido demasiado y han adquirido un poder económico y una influencia política inimaginables en los tiempos en los que los pioneros de internet en California soñaban con una nueva era de democracia, libertad y progreso social gracias a la tecnología. Con las empresas dominantes explotando el mercado, crecen las presiones para reactivar las leyes antimonopolio. Tras cada nuevo escándalo de privacidad de datos que se desata, los críticos se preguntan cómo se están manejando las informaciones personales de los usuarios, que estas compañías controlan y monetizan como base de su modelo de negocio. Con la proliferación de los discursos de odio y otros contenidos perjudiciales en línea, aumentan los llamamientos para responsabilizar a las grandes plataformas de los contenidos que albergan. En este clima económico y político, hoy son pocos los que están dispuestos a defender el argumento de que internet puede ser un lugar autogestionado en el que, si se deja a su aire a las grandes tecnológicas, estas pueden aportar progreso económico y hacer avanzar la libertad y la democracia.

La inmunidad de las plataformas y el ciberespacio no regulado son conceptos que ya no cuentan con el respaldo inequívoco de académicos, políticos, ciudadanos o incluso de las propias plataformas. Jack Balkin, que hizo hincapié en el potencial democratizador de internet en sus primeros días,113 ha moderado su optimismo y ha reconocido los peligros inherentes a que las empresas privadas controlen las normas de expresión en la red.114 Danielle Citron, que ha mantenido una posición más crítica a lo largo de los años, aboga por mayores «derechos civiles cibernéticos» y exige que el escudo de responsabilidad de la Sección 230 esté condicionado a que las plataformas tengan prácticas razonables de moderación de contenidos.115 La opinión de los políticos también puede estar cambiando de forma gradual, allanando potencialmente el camino para una regulación más estricta. Como se ha comentado, con la aprobación de la legislación FOSTA en 2018, el Congreso de EE. UU. recortó por primera vez el escudo de responsabilidad de la Sección 230 al levantar la inmunidad en los casos en los que las plataformas y los operadores de sitios web alojaban a sabiendas servicios con víctimas de tráfico sexual .116 Varios críticos en EE. UU. han comenzado a instar a los reguladores a ir más allá y reconsiderar el refugio que supone esa ley,117 y muchos esperan que la Administración que suceda a la de Biden asuma esta tarea.118 En 2019, Nancy Pelosi, por entonces presidenta de la Cámara de Representantes de EE. UU., pidió que la industria tecnológica asumiera una mayor responsabilidad por los contenidos en línea, y dejó caer la idea de que «no es descartable» que se elimine la inmunidad de la Sección 230.119 Este cambio en la retórica política refleja, a su vez, dos cambios en la opinión pública: un mayor rechazo hacia el poder de las plataformas de internet y una mayor intolerancia hacia los contenidos de odio.120

El Congreso también está dando voz a los teóricos partidarios de endurecer las leyes antimonopolio, ante la constatación de que el modelo regulador impulsado por el mercado ha generado una excesiva concentración del poder, en la que unas pocas compañías pueden abusar de la posición que el laxo marco regulador les ha ayudado a alcanzar. Un informe antimonopolio de la cámara en 2020 se cerró con una evaluación condenatoria tras una investigación de dieciséis meses en el sector, declarando que Amazon, Apple, ­Google y Meta incurrieron en formas de comportamiento monopolístico.121 Al presentar su informe, los legisladores responsables señalaron: «Nuestra investigación no deja lugar a dudas de que existe una necesidad clara y apremiante de que el Congreso y las agencias antimonopolio tomen medidas que restablezcan la competencia, mejoren la innovación y salvaguarden nuestra democracia».122 En el momento de escribir este texto, en 2022, hay varios proyectos de ley que tratan de imponer restricciones antimonopolio más estrictas a las grandes empresas tecnológicas, incluida la Ley de Innovación y Elección en Línea de EE. UU. de 2021.123 Esta ley impondría algunas restricciones a las grandes empresas tecnológicas, entre ellas impedirles hacer un uso indebido de los datos para obtener una ventaja injusta sobre sus rivales o manipular los resultados de un motor de búsqueda con el objetivo de favorecer sus propios productos. El poder ejecutivo también está desplegando por fin su autoridad para hacer cumplir las leyes antimonopolio existentes, con el DOJ y la FTC desafiando las prácticas empresariales de ­Google y Meta mediante demandas interpuestas en 2020.124 Estas demandas se han descrito como «la mayor amenaza hasta la fecha para las grandes tecnológicas».125 El presidente Biden respaldó una perspectiva más firme en la aplicación de las leyes antimonopolio contra esas compañías. Este nombró a Tim Wu, Lina Khan y Jonathan Kanter, destacados críticos de las empresas tecnológicas, para ocupar puestos clave en materia antimonopolio en la Casa Blanca, la FTC y el DOJ, respectivamente. Fue un intento de aumentar la presión para reescribir una doctrina antimonopolio que es demasiado permisiva, ya sea mediante una reforma legislativa o mediante una aplicación más enérgica de las leyes existentes.

Los legisladores también están centrando su atención en la privacidad de los datos. Algunos estados se han adelantado y han promulgado una ley de privacidad propia del tipo del Reglamento General de Protección de Datos de la UE (RGPD), sin esperar a que actúe el Gobierno federal. Lo más destacado es que California adoptó la Ley de Privacidad del Consumidor de California en 2018, y posteriormente la enmendó con una Ley de Derechos de Privacidad de California aún más protectora en 2020.126 A nivel federal, mientras que la Declaración de Derechos de Privacidad propuesta por el presidente Obama no llegó a ninguna parte, parece haber estimulado otras propuestas del Congreso, incluida la Declaración de Derechos de Internet y la Ley CONSENT. La Carta de Derechos de Internet —propuesta en 2018 por el congresista Ro Khanna, elegido por California, sede de Apple, Intel y Yahoo— se basa en la Carta de Derechos de Internet de la Administración Obama propuesta en 2015.127 La Ley CONSENT, por su parte, mejoraría la privacidad de los datos, por ejemplo, exigiendo a los proveedores de servicios de internet que obtengan el consentimiento expreso de los usuarios para utilizar, compartir o vender la información personal que recopilen de ellos.128 Al presentar el proyecto de ley, el senador Edward Markey subrayó que «la avalancha de violaciones de la privacidad por parte de Facebook y otras empresas en línea ha alcanzado un umbral crítico, y necesitamos una legislación que haga del consentimiento la ley del país. Las normas voluntarias son insuficientes».129 El presidente Biden también se refirió a la privacidad en su discurso sobre el Estado de la Unión de 2022, en el que pidió al Congreso que protegiera la privacidad de los niños estadounidenses. Según Biden, las empresas tecnológicas están llevando a cabo «un experimento nacional» con nuestros hijos con fines lucrativos, y afirmó que «es hora de reforzar la protección de la privacidad, prohibir la publicidad dirigida a los niños y exigir a las empresas tecnológicas que dejen de recopilar datos personales de nuestros hijos».130

Es posible que esta reacción contra las tecnológicas que se está produciendo tanto en EE. UU. como en otros lugares del mundo suponga la mayor amenaza hasta la fecha para el modelo regulador estadounidense. Los próximos años revelarán si el debate en curso sobre los inconvenientes de los ideales tecnoliberales y la legislación propuesta que aprovecha ese sentimiento marcarán el comienzo de una nueva era de regulación en EE. UU., transformando radicalmente los fundamentos ideológicos de la economía digital. Mientras que otros se muestran optimistas, las voces más escépticas sostienen que los valores orientados al mercado están profundamente arraigados en las instituciones y en la mentalidad de la nación, y que será difícil revertir el comportamiento de las mayores compañías implicadas, que son precisamente el producto del tecnooptimismo desenfrenado. Los puntos de vista promercado parecen subyacer, por ejemplo, a las opiniones del poder judicial estadounidense, lo que demostraría que aún no está preparado para una «revolución antimonopolio».131 Tampoco es seguro que el Congreso vaya a revisar a fondo la Sección 230 vigente. Reformar la moderación de contenidos es realmente complejo, y la amenaza de la censura gubernamental sigue suponiendo un peligro que los estadounidenses están firmemente dispuestos a evitar. Hasta ahora, cualquier reforma legislativa se ha limitado a unas pocas cuestiones, como la protección de la infancia o la limitación del tráfico sexual criminal, en las que la promesa política es relativamente fácil de alcanzar, pero con leyes que han resultado laxas o contraproducentes, como ilustran las críticas a la FOSTA.

La enorme influencia de las empresas tecnológicas en el proceso político de EE. UU. es otro gran obstácu­lo para la reforma de la regulación digital. La aversión tecnoliberal a la regulación se ha mantenido a lo largo de los años gracias a la presión persistente de la industria tecnológica. En 2018, un antiguo asesor del Congreso explicó que una reforma de la privacidad se vería obstaculizada por la influencia que el lobby tecnológico ejerce en la capital del país y comentó cómo «los grupos de presión superan en número a los defensores de la privacidad de los consumidores en Washington, en una proporción de 20 a 1 o incluso de 30 a 1».132 La importancia de estas multinacionales para el crecimiento económico y la base de innovación de EE. UU. es innegable, lo que conlleva que los líderes políticos sean más permeables a sus puntos de vista. Por ejemplo, Apple, Amazon, ­Google y Meta gastaron conjuntamente más de 55 millones de dólares en amaños ante el Gobierno federal en 2021, frente a los 34 millones de 2020.133 En 2021, Amazon gastó la cifra récord de 19 millones de dólares,134 y Meta superó los 20 millones.135 De esta manera, no solo intentaban defenderse de la regulación antimonopolio, sino también evitar el debate sobre otras políticas reguladoras tras determinados escándalos y denuncias públicas de gran repercusión. Amazon se enfrentó a litigios laborales tras suprimir los intentos de sindicalización de sus trabajadores,136 mientras que Meta tuvo que defender sus prácticas de moderación de contenidos tras el incidente en el que Frances Haugen, una antigua jefa de producto de Facebook, filtró documentos al Congreso que planteaban dudas sobre la gestión empresarial de los peligros de la incitación al odio y la desinformación.137 Tanto Amazon como Meta han empleado en su defensa varios argumentos para presionar al Congreso. Por ejemplo, en 2022, argumentaron que una legislación antimonopolio más sólida «daría carta blanca» a las empresas extranjeras, perjudicando la competitividad del país.138

Pero el mayor impedimento para la reforma legislativa es la disfunción política que ha paralizado hasta la fecha cualquier avance significativo en el Congreso. A pesar de que demócratas y republicanos alcanzaron un consenso sobre la necesidad de una regulación, no lograron ponerse de acuerdo sobre el alcance de esta. Mientras que a los republicanos les preocupa que las plataformas censuren el discurso conservador, a los demócratas les inquieta el discurso de odio desenfrenado y otros contenidos tóxicos que circu­lan por internet parapetados tras el escudo de responsabilidad que brinda la Sección 230. Si el Congreso no actúa, cabe preguntarse si serán los tribunales quienes hagan que EE. UU. abandone su modelo regulador basado en el mercado. El Tribunal Supremo tendrá pronto la oportunidad de pronunciarse sobre los límites de la Sección 230 en una serie de casos, entre ellos uno en el que los litigantes impugnan una ley de Texas conocida como HB20.139 Esta norma en particu­lar prohíbe a las plataformas en línea moderar contenidos basándose en la discriminación «del punto de vista del usuario». Sin duda, la ley refleja la percepción entre los conservadores de que las empresas tecnológicas tienen un sesgo ideológico liberal que aplican en sus prácticas de moderación de contenidos. Los tribunales también se pronunciarán en un futuro próximo sobre las prácticas anticompetitivas de ­Google y Meta en dos demandas separadas activadas por el DOJ y la FTC. Estos casos pondrán a prueba hasta qué punto está arraigado el modelo de mercado en el Poder Judicial estadounidense.

A falta de que el Congreso o los tribunales modifiquen los principios fundamentales del modelo regulador del país, puede haber otra manera de reformar la economía digital y limitar el poder de las grandes compañías del ámbito tecnológico, a la par que se respetan algunos principios fundamentales del pensamiento tecnoliberal. Jack Balkin ha argumentado que las grandes plataformas de internet deben concebirse como «fiduciarias de la información», lo que les conferiría responsabilidades especiales hacia sus clientes.140 Estas obligaciones fiduciarias dictan que las empresas tienen un especial compromiso de cuidado hacia las personas cuyos datos recogen y distribuyen, y condicionan la inmunidad de la Sección 230 al cumplimiento de estas obligaciones. Danielle Citron y Benjamin Wittes se han pronunciado en el mismo sentido y han abogado por condicionar el blindaje de responsabilidad de la Sección 230, permitiendo que esté disponible solo para aquellas plataformas que se comprometan a restringir el uso ilícito de sus servicios en situaciones que ocasionen graves perjuicios a terceros.141 Estas propuestas de compromiso preservarían en cierta medida la inmunidad de la Sección 230, tendiendo así un salvavidas al modelo estadounidense en el actual entorno político. Podría decirse que estas modestas reformas acercarían el modelo estadounidense —aunque solo fuera tímidamente— al europeo, basado en los derechos, y suplirían al mismo tiempo un tipo de reforma radical que, según algunos, está destinada al fracaso.

Con independencia del resultado del nuevo impulso regulador, existe un principio fundamental del modelo estadounidense que no está desa­pareciendo en el discurso político nacional. El compromiso de EE. UU. con la libertad política y la libertad individual sigue siendo un punto de referencia definitorio del enfoque del país, incluso en un momento en el que hay menos certeza de que el modelo impulsado por el mercado haya mejorado la democracia y la libertad. La crítica a los esfuerzos de los Estados autoritarios, incluidos los de China, por desplegar internet como herramienta de control y vigilancia sigue siendo una preocupación compartida entre las distintas facciones que configuran la política digital estadounidense. Tanto demócratas como republicanos coinciden en la necesidad de frenar el estado de vigilancia chino y la exportación de sus valores a todo el mundo. El creciente dominio del país asiático también se ha convertido en un poderoso argumento a la hora de convencer a los aliados occidentales, incluidos los Gobiernos europeos, de que las tecnodemocracias deben unirse para derrotar el uso de internet como herramienta de opresión. Por tanto, la libertad sigue siendo el valor determinante, aunque su búsqueda tenga lugar en una realidad digital, económica, geopolítica y cultural muy diferente de la agenda de la libertad defendida por los pioneros de internet en la California de los años noventa.


El modelo normativo estadounidense se solapa con los modelos chino y europeo

Aunque el enfoque normativo de EE. UU. se basa en su compromiso histórico con el libre mercado y la libertad de expresión como principios organizativos clave de la economía digital, hay ámbitos en los que presenta similitudes con el modelo europeo, centrado en los derechos, o incluso con el modelo chino, basado en el Estado. A pesar de su aversión general a la regulación, varios ejemplos revelan que el compromiso de EE. UU. con un modelo impulsado por el mercado nunca ha sido absoluto, que la preferencia por el mercado no siempre prevalece. El marco normativo de EE. UU. lleva implícita una gran preocupación por los derechos individuales, lo que implica la incorporación de ciertos elementos del modelo europeo. Del mismo modo, el Gobierno estadounidense ha desempeñado a menudo un papel destacado como facilitador de la economía digital, asemejándose en ocasiones al rol que ha asumido el Gobierno chino en la potenciación de las grandes innovaciones tecnológicas. Los objetivos de seguridad nacional también dictan que las instituciones públicas y las empresas tecnológicas privadas colaboren estrechamente en algunos ámbitos de la economía digital, como la ciberseguridad y la vigilancia digital, matizando cualquier norma que margine la labor del Estado.

Los modelos reguladores de EE. UU. y la UE comparten un compromiso con la libertad de expresión como derecho fundamental que conforma a sus respectivos enfoques. Dado el papel destacado de la Sección 230 en la configuración de la economía digital estadounidense, el modelo de EE. UU. también podría describirse como impulsado por los derechos, incluso con su enfoque más estrecho centrado en la protección de la libertad de expresión como derecho fundamental. A pesar de que esta defensa podría considerarse más radical que la de otros modelos, el punto de vista de la UE a menudo equilibra la libertad de expresión con otros derechos fundamentales como el derecho a la intimidad o a la dignidad humana, cuya defensa ha implicado prohibir en ocasiones discursos perjudiciales, como los de incitación al odio. Además, mientras que los europeos creen que la defensa de la libertad de expresión requiere en ocasiones que el Gobierno intervenga y obligue a las plataformas a moderar el contenido en nombre del civismo, la dignidad, la decencia o la seguridad pública, la visión estadounidense tiende a dejar en manos de los mercados la búsqueda de ese equilibrio. Dicho de otro modo, el modelo estadounidense delega en los mercados la materialización de los derechos individuales imperante en el país. Y es que, aunque la libertad de expresión es el derecho fundamental más visible para EE. UU., sería un error suponer que no se preocupa en absoluto por otros derechos, como el derecho a la intimidad, aunque no exista una ley federal de protección de datos similar al GDPR. James Whitman se ha referido a «dos culturas occidentales de la privacidad», una variante europea centrada en la dignidad y otra estadounidense que pone el foco en la libertad.142 Cabe añadir que, aunque no existe una ley federal de privacidad en EE. UU., California y algunos otros estados han legislado sobre la privacidad de los datos,143 una muestra más de que el modelo normativo estadounidense incorpora elementos del europeo, aunque sea a nivel estatal.

EE. UU. también suele restar importancia al papel del Estado en la generación del progreso tecnológico. Sin embargo, incluso allí, el Gobierno ha desempeñado un papel fundamental en el fomento de muchas de las innovaciones centrales que sustentan la economía digital actual, lo que sugiere que también incorpora elementos de un modelo regulador impulsado por el Estado.144
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